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Presentación



			El objetivo de esta publicación colectiva es abordar una de las problemáticas históricas más relevantes en el siglo XIX americano: la relación entre el proceso de construcción estatal y su vinculación con las relaciones internacionales. Al mismo tiempo, analizará el estudio de los conflictos territoriales que afectaron a varios Estados de la región y su impacto en la formulación de imaginarios nacionales como expresión del fortalecimiento de las identidades de los Estados latinoamericanos. La idea original de este libro nace en el marco de la ejecución del proyecto Fondecyt de iniciación N° 11121577, el cual permitió la organización del II Seminario Internacional “Historia de las relaciones internacionales de América Latina: construcción estatal, conflictos territoriales e imaginarios nacionales en el siglo XIX” que se desarrolló en el Departamento de Historia y Geografía de la Universidad Católica de la Santísima Concepción (Chile) en el mes de agosto de 2014. Dicho seminario permitió reunir a destacados investigadores chilenos y extranjeros que expusieron sus trabajos en la ciudad de Concepción gracias al financiamiento de Conicyt mediante el programa Fondecyt.


			El presente libro reune 13 trabajos de destacados académicos e investigadores de Chile, México, Perú, Ecuador, Colombia, Venezuela, España e Israel que han centrado su labor de investigación en el estudio de diversas problemáticas que caracterizaron el proceso de construcción y consolidación del orden estatal en América en el siglo XIX y la compleja dinámica de las relaciones internacionales americanas.


			Las investigaciones que integran el presente volumen se estructuran en cuatro ejes temáticos. El primero de ellos se relaciona con el impacto de los conflictos bélicos en la construcción del Estado-nación en América. El segundo eje relaciona los conflictos territoriales con las problemáticas fronterizas y de delimitación entre los Estados americanos. El tercer eje estudia la formación de los imaginarios nacionales a través del estudio de la prensa americana. Finalmente, el cuarto eje profundiza en la evolución de las relaciones internacionales americanas en una etapa de transición a fines del siglo XIX y comienzos del XX.

			I.- Guerra y construcción nacional

			El siglo XIX americano fue el siglo de grandes conflictos bélicos entre varios de aquellos Estados que habían luchado décadas antes en unión con el objetivo de consolidar la independencia política del dominio español. La guerra se transformó en un factor de cohesión nacional en virtud de la victoria o la derrota en los campos de batalla y determinó importantes cambios territoriales, económicos y políticos que afectaron profundamente el proyecto “nacional”.

			La historiadora chilena Loreto Correa explora en su estudio las raíces históricas del antagonismo que se desarrolló entre Chile, Perú y Bolivia, respecto de los territorios que estaban en la zona del Pacífico trinacional, identificando sus motivaciones y alcances de dicho antagonismo, cuyas consecuencias se relacionaron con la transformación de dichos espacios territoriales en aislados, marginales y conflictivos, lo que determinó su condición de espacios de poca atención administrativa por parte de los países. Para la autora, la desigual trayectoria histórica en la conformación del orden político y social postindependentista entre los tres países –en particular en el caso boliviano- explicaría la crónica inestabilidad nacional que afectó seriamente la capacidad de dominio y control de aquellos territorios heredados de la etapa colonial o que pasaron a formar parte de los nuevos estados sudamericanos. Para la historiadora chilena resulta evidente el contraste entre la inestabilidad política peruano-boliviana y el orden y centralismo del régimen conservador chileno en la primera mitad del siglo XIX. De igual manera, la pervivencia del latifundismo, y el aislamiento de las élites peruanas y bolivianas, las que por el contrario a las chilenas se manejaron bajo códigos y expresiones ensimismadas, impidieron la construcción del Estado-nación con bases más sólidas. Ello, finalmente, determinó que el antagonismo entre los tres países, en virtud de intereses territoriales y económicos, decantara en la Guerra del Pacífico, que significó una importante modificación de la realidad territorial de los tres países del Pacífico sur.

			Desde la perspectiva de los procesos políticos internos, Víctor Peralta analiza la decisiva participación de los militares en el escenario político peruano durante la década de 1860. El historiador peruano afincado en España profundiza en torno a las causas de la inestabilidad interna del régimen político establecido en este país entre 1850 y 1871, que se caracterizó, en gran medida, por el predominio de los militares al frente de los clubes políticos peruanos. Una situación que hizo posible que el estallido de periódicos pronunciamientos militares encabezados por los distintos caudillos del ejército se convirtiera en una forma de alternancia política paralela a las urnas. Este fue el marco que condicionó la política peruana en el curso de la crisis exterior producida por el enfrentamiento con España, la cual se superpuso a una crisis interna que desembocaría en la revolución que en 1865 depuso al presidente Juan Antonio Pezet y condujo a la dictadura del general Mariano Ignacio Prado. Peralta estudia cómo el consenso interno conseguido por Prado durante la guerra con España, paralelo a la construcción de un nuevo imaginario nacionalista, no impidió el retorno de la fragmentación política, una vez concluida la contienda, ni evitó el derrocamiento de Prado por una revolución conservadora en 1867. El final de la dictadura pradista coincidiría con el ocaso de los clubes políticos que habían establecido la lógica del funcionamiento político e institucional peruano desde la década de 1850 y, en definitiva, supuso el final de un ciclo político caracterizado por el predominio de los militares sobre el proceso de institucionalidad estatal.

			Relacionando el impacto de la Guerra del Pacífico en la evolución política interna del Perú, el historiador José Chaupis, aborda el estudio del proyecto “utópico esperanzador” de Nicolás de Piérola, gobernante que bajo el modelo de la “dictadura”, buscó hacer frente al avance militar chileno en los territorios peruanos y, al mismo tiempo, implementar en la sociedad peruana un proyecto motivado por la necesidad de una reorganización y regeneración en el campo político, económico y social. Chaupis aborda la caracterización de las acciones gubernativas de El Califa, su retórica esperanzadora, regenerativa y triunfalista y las múltiples dificultades para materializar dicho proyecto, la principal de las cuales se relacionó con las derrotas militares frente a los ejércitos chilenos en la guerra, lo que significó el fracaso de la utopía pierolista a raíz de la ocupación chilena de Lima.

			Por último, Claudio Tapia describe en su investigación la actitud internacional adoptada por el Estado ecuatoriano frente a la Guerra del Pacífico, centrando su análisis en las características de la política interna ecuatoriana y su impacto en la definición de su neutralidad frente al conflicto bélico. El enfoque analítico del Dr. Tapia permite dimensionar la complejidad de las relaciones internacionales sudamericanas en el contexto de la guerra y el papel que adoptan las potencias neutrales como fue el caso de Ecuador. Desde la perspectiva de la diplomacia chilena y peruana, la modificación o mantenimiento de la neutralidad ecuatoriana podía involucrar una importante modificación del equilibrio de poder en función de la coyuntura bélica. No obstante, el historiador chileno nos clarifica que los factores internos de la política ecuatoriana y los temores a los costos de un hipotético involucramiento en la guerra en el Pacífico significaron una actitud de observación permanente y de neutralidad efectiva, lo cual no involucró necesariamente que Quito no asumiera en la postguerra algunos costos políticos de dicha actitud.

			II.- Conflictos y límites 

			La difícil demarcación de las fronteras entre los nuevos Estados latinoamericanos tras su independencia ha conferido una enorme conflictividad a las relaciones interamericanas. Luis Escolano analiza el complejo trazado de la línea fronteriza entre la República Dominicana y Haití. Un proceso complicado por la pertenencia de ambos países a distintas potencias coloniales, por la anexión del antiguo Santo Domingo español a su vecino entre 1822 y 1844 y por la reincorporación de la República Dominicana a España entre 1861 y 1865. Escolano analiza cómo el problema limítrofe condicionó las relaciones dominico-haitianas durante la totalidad del siglo XIX y la primera mitad del XX y colocó en varias ocasiones a ambos países al borde de un conflicto armado, en un contexto marcado por la indefinición de los límites y la presión demográfica haitiana sobre la despoblada frontera dominicana. El tratado haitiano-dominicano de 1874 abrió el marco para que el conflicto fuera resuelto por medio de una mediación internacional, pese a lo cual los sucesivos arbitrajes fracasaron a la hora de resolver un problema enquistado por las posiciones encontradas de ambos países en torno al trazado de su frontera común. La resolución del problema tendría lugar de la mano de la creciente influencia estadounidense sobre los dos países y del interés de Washington por poner fin a los diferendos entre ambas naciones en el marco de la política de seguridad continental puesta en marcha por los Estados Unidos durante la Segunda Guerra Mundial. 

			El siguiente capítulo estudia cómo las relaciones internacionales de Colombia se vieron condicionadas durante el siglo XIX por la incidencia de las guerras civiles y por el propio imaginario territorial de las élites colombianas, más que por la existencia de un proyecto histórico definido para posicionar a este país en el escenario internacional. Ello lleva al historiador colombiano Miguel Ángel Urrego a considerar que la política exterior colombiana careció de verdaderos artífices y, por consiguiente, de un discurso articulado durante la totalidad del siglo XIX. Las frecuentes guerras civiles, tanto en Colombia como en los países vecinos, entremezclaron las relaciones bilaterales de la joven república con las vicisitudes políticas atravesadas por cada una de estas naciones. La acción exterior colombiana se vio determinada, asimismo, por la forma en que las élites imaginaron tanto al territorio como a los habitantes de la nación como parte de una concepción limitada al altiplano central y, en general, al mundo andino, lo que explicaría la laxitud de las sucesivas administraciones colombianas en los diferendos territoriales con sus vecinos en torno a los extensos espacios selváticos en disputa, así como la escasa reacción provocada por la secesión de Panamá en 1903. Esta situación colocaría al Estado colombiano en la tesitura de tener que demostrar, todavía a principios del siglo XX, que era un miembro responsable de la comunidad internacional.

			Finalmente, el trabajo del historiador chileno Cristián Garay nos entrega una mirada de conjunto de la compleja problemática de las delimitaciones limítrofes entre los países sudamericanos en el siglo XIX. El enfoque analítico sostiene que a partir de los planteamientos jurídicos del Uti Posidetis de 1810 que hicieron suyos la casi totalidad de los nuevos estados americanos para delimitar jurídicamente sus límites territoriales, se generó un creciente conflicto fronterizo entre los estados de la región. Ello se materializó en permanentes cambios en la posesión territorial, lo que se vinculó a diferentes procedimientos como fueron las negociaciones, las revoluciones y las guerras, como fueron los casos de la Guerra de la Triple Alianza y la Guerra del Pacífico. Para Garay, el reacomodo territorial tuvo en el siglo XIX dos grandes protagonistas en cuanto a ampliación y reducción de sus respectivos territorios “nacionales”: El Brasil y Bolivia. El primero de ellos resultó, en virtud de sus conquistas territoriales (principalmente por vía de la negociación), el ganador neto en el concierto sudamericano. En el caso de La Paz (junto con el Paraguay), debieron asumir enormes costos territoriales a manos de sus ambiciosos vecinos, lo cual afectó seriamente la consolidación de un viable proyecto de Estado nacional en las postrimerías del siglo XIX.

			III. La formación de los imaginarios nacionales

			El nacimiento y consolidación de los Estados nacionales en América estuvo fuertemente relacionado con el fortalecimiento de la identidad nacional. Entre los distintos mecanismos que contribuyeron al objetivo nacional estuvo el proceso educacional bajo los parámetros que estableció el Estado con vocación centralizadora. Estrechamente vinculado con el factor educacional se desarrollaron en las sociedades americanas nuevos y más amplios espacios de sociabilidad (política-cultural) que generaron la aparición de nuevos actores sociales como fue el caso de los periódicos y la moderna opinión pública.

			Una de las sociedades americanas más dinámicas en el desarrollo de estos nuevos espacios de sociabilidad y donde se apreció un fuerte desarrollo de la prensa periódica fue la de Buenos Aires. La investigación del académico chileno Raúl Labra profundiza en el papel que cumple el intenso tráfico de ideas que circulan tempranamente en la sociedad porteña mediante el nacimiento y fortalecimiento de la prensa periódica. Dicho fenómeno deja en evidencia las diversas y ricas prácticas de sociabilidad y los nuevos espacios de discusión, reflejo de los rasgos modernos de los ciudadanos porteños en la primera mitad del siglo XIX. En definitiva, para Labra la prensa de Buenos Aires articula y potencia los espacios de sociabilidad, permitiendo un lenguaje en que se subscriben imaginarios y representaciones colectivas, y mediante la publicidad de las informaciones y opiniones de una esfera pública se permitirá a determinada sociedad civil afirmar su existencia política y autónoma frente el poder del Estado.

			Mauricio Rubilar y Lorena Retamal abordan en su estudio el papel de la prensa de Buenos Aires en la configuración de un imaginario internacional negativo sobre Chile en el contexto del impacto internacional de la Guerra del Pacífico. El conocimiento del “discurso antichileno” de la prensa de Buenos Aires permite dimensionar los variados elementos discursivos presentes en las columnas editoriales de periódicos que eran representativos de la diversidad política y doctrinaria de la sociedad argentina. La visión sobre Chile de la prensa porteña estuvo fuertemente condicionada por las históricas disputas limítrofes entre Chile y Argentina previo al estallido de la guerra en el Pacífico y, principalmente, por la visión crítica del actuar bélico chileno en el territorio peruano. El estudio de los autores constata la formulación de un discurso periodístico de creciente desconfianza hacia Chile por sus ambiciones territoriales en la Patagonia y, posteriomente, un franco rechazo por la “conducta salvaje” asignada a las tropas chilenas en la conquista de la capital del Perú. En definitiva, la prensa porteña condenó moralmente a la República victoriosa en el Pacífico.

			La prensa chilena como actor social cumplió un papel destacado en la guerra del Pacífico mediante su función de informar y opinar sobre los acontecimientos bélicos y las múltiples facetas sociales del conflicto. Así lo demuestra el trabajo del Dr. Patricio Ibarra, el cual explora la visión satírica de la prensa chilena mediante el estudio de los recursos discursivos, retóricos y gráficos disponibles, aprovechando el formato y características de la sátira, para desde su tribuna apoyar la causa de Chile en la guerra. Ello explica que a través de la fuerza de las imágenes, del humor y la incorrección política, los caricaturistas a través de un discurso visual en clave patriótica y belicista, enseñaron a los observadores de sus obras su visión particular respecto del devenir de la Guerra del Pacífico. Para Ibarra el contenido de la sátira y las imágenes utilizadas demuestran el desarrollo de una prensa de humor cargada de un discurso nacionalista y con una clara autopercepción de superioridad nacional chilena, fiel reflejo de los resultados militares en los campos de batalla.

			IV. La transición hacia un nuevo marco en las relaciones internacionales americanas 

			El cuarto bloque se abre con un ejemplo de la “gunboat diplomacy” que caracterizaría a las relaciones de los Estados Unidos con las repúblicas del Caribe durante las primeras décadas del siglo XX. Los historiadores venezolanos Tomás Straka y Esther Mobilia analizan cómo el imperialismo estadounidense no sólo estuvo vinculado a los crecientes intereses económicos norteamericanos en la región, tradicionalmente invocados a la hora de explicar este proceso, sino también a la existencia de una mentalidad “civilizadora” ligada a la idea del “Destino Manifiesto” y a la conversión de los Estados Unidos en una Nación-Imperio durante este período. Straka y Mobilia señalan cómo este proceso fue alimentado por el interés de las propias élites venezolanas por atraer el capital estadounidense necesario para su proyecto de modernización nacional y por obtener la protección de esta potencia frente al peligro representado por el intervencionismo europeo, especialmente el británico, para la soberanía nacional y la integridad territorial venezolanas. Ello explicaría el papel desempeñado por Washington en la crisis anglo-venezolana de 1895, en el bloqueo naval establecido por Gran Bretaña, Alemania e Italia en 1902 y, en definitiva, en el golpe de estado de Juan Vicente Gómez contra Cipriano Castro en 1908, que colocaría a este país a la sombra de la influencia estadounidense hasta la muerte del dictador en 1935.

			Agustín Sánchez Andrés aborda en su trabajo el problema de los condicionantes impuestos a fines del siglo XIX por la realpolitik a la autonomía de la política exterior de los Estados latinoamericanos. El capítulo analiza cómo la gravitación de la cuestión cubana sobre las relaciones entre México y España impidió que esta república prestara un apoyo decisivo a los independentistas cubanos en sus dos guerras de independencia (1868-1878 y 1895-1898). La afinidad de importantes sectores de la sociedad y de la propia clase política mexicana con la causa cubana fue contrarrestada por el interés por mantener buenas relaciones con España y por el temor a que el desplazamiento de la soberanía española sobre la isla fuera seguido -como finalmente sucedió- por el establecimiento de un protectorado estadounidense. Todo ello evitó que los sucesivos gobiernos mexicanos pudieran implementar una política exterior proactiva, dirigida a anexar la isla a México o, al menos, a propiciar su independencia con el fin de ejercer un cierto grado de influencia sobre una Cuba independiente. Esta situación limitó las opciones de la diplomacia mexicana durante el último tercio del siglo XIX y orilló a este país a adoptar una posición reactiva frente a la cuestión cubana, para acabar asistiendo impotente al establecimiento del control estadounidense sobre la isla tras la Guerra Hispano-Norteamericana, lo que constituía el peor de los escenarios para los intereses nacionales de México.

			Finalmente, el trabajo del historiador israelí Ori Preuss incide en la importancia de la diplomacia cultural y en el papel desempeñado por diversos actores y grupos privados en el marco de la progresiva redefinición de las relaciones entre Brasil, Argentina y Uruguay durante los últimos años del XIX y la primera década del XX. El artículo estudia la profunda imbricación entre diplomacia regional, intercambios de visitas de personalidades de la región, celebraciones compartidas y congresos multilaterales, atendiendo especialmente a su importancia en la progresiva articulación de un discurso de solidaridad latinoamericana en estos países durante el período estudiado. Este discurso se sobrepondría momentáneamente a la anterior retórica nacionalista a causa del creciente temor despertado por el imperialismo estadounidense en el continente, sobre todo tras el final de la Guerra Hispano-Norteamericana, lo que movería a políticos e intelectuales del sur del continente a tratar de superar las rivalidades nacionales e incrementar la cooperación regional. Preuss analiza asimismo el rol de la prensa de dichos países en la conformación de este discurso y sus estrechas conexiones con el mundo de la diplomacia, incidiendo en el carácter transnacional que a menudo tuvieron los principales periódicos brasileños y rioplatenses. Todo ello facilitaría el transitorio acercamiento entre Brasil, Argentina y Uruguay, escenificado en la colaboración establecida por Roque Sáenz Peña y Barão do Río Branco.
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			ESTADO, NACIÓN Y CONFLICTO EN EL PACÍFICO SUR: LA CONSTRUCCIÓN DE LOS ESTADOS

			Loreto Correa Vera*
Academia Nacional de Estudios Políticos y Estratégicos

			Introducción

			Los historiadores del siglo XIX y del XX, han llegado a la conclusión de que las guerras de la Independencia en Latinoamérica produjeron profundas consecuencias en todos los países donde la actividad bélica se mantuvo por más de una década.1 En términos prácticos, el centralismo característico de Chile, Perú y Bolivia dejó como consecuencia que muchos de los territorios sobre los cuales se disputaron los conflictos, fueran motivo precisamente de hostilidades, pero no así de atención administrativa del Estado. Ello derivó que, en la práctica, los nacientes países cuidaran estratégicamente sus espacios y soberanía, manifestando un profundo desconocimiento de lo que en palabras romanas serían los limes del Estado en el inicio de la vida republicana. En ese contexto, este capítulo tiene por objetivo demostrar que el antagonismo entre los Estados, en este caso Perú, Bolivia y Chile poseen distintas motivaciones y alcances. Ello, precisamente respecto de los territorios que estaban en la zona del Pacífico trinacional, porque paulatinamente comenzaron a convertirse en espacios territoriales aislados, marginales y conflictivos, pero no así espacios de atención administrativa. En efecto, desde una perspectiva teórica, se postula que la causa de esta dinámica radica en la falta de atención a la variable geopolítica desde la administración del Estado por evitar el conflicto2, fenómeno que se produce en la medida que se vea activa la noción de conflicto, esta resulta útil o funcional a la construcción de identidad nacional en los tres países.

			Aspectos teóricos

			Los países que se crearon con la Guerra de Independencia o posteriormente, en America Latina siguieron la espacialidad devenida del poder colonial: Virreinatos, gobernaciones o reales audiencias, trataron de mantener sus contornos. Algunos lo lograron y otros países, incluso, se ampliaron. En ese contexto, las élites hegemónicas mantuvieron sus privilegios durante décadas y el poder político respondió a intereses que oscilaron entre la tradición y el caudillismo local. Solo Brasil se desdibuja de este marco. Sin embargo, en este retrato, lo que no aparece tan claro es qué noción de interés nacional dibujaron las nuevas repúblicas y cuándo es que temporalmente “construyeron” este concepto. Los trabajos de historia y la historiografía clásica latinoamericana clásica han perdido un enorme terreno frente a interpretaciones teóricas de las relaciones internacionales y la ciencia política en esta materia. Desde un punto de vista historiográfico, nadie discute que estas naciones inspiren sus modelos políticos en los países europeos o los Estados Unidos. Lo que todavía no se termina de aterrizar es cómo aparece tan tempranamente el conflicto interestatal en la región toda. Los historiadores, obligados a trasmutar hacia estas disciplinas, abandonando el oficio, han terminado por no contar los procesos y hechos que ocurrieron en el siglo XIX -que dan lugar a situaciones mucho más contemporáneas- y dedicarse a otras disciplinas para justamente analizar el conflicto. El problema aquí es que se ha perdido la intención de “historiar”, “narrar” y “contar” y se ha optado por “convencer” a la intelectualidad con argumentos y teorías respecto de hechos que ocurrieron hace demasiado tiempo. Esta conducta, que deviene del “presentismo” con el que reflexionamos sobre la historia, ha creado una crisis en los historiadores de Chile, Perú y Bolivia. Por ello, es que lo primero que vale la pena recordar para encuadrar el triángulo entre Estado, nación y conflicto en el Pacífico Sur, es la necesidad de comprender los términos en que se plantearon los primeros argumentos “estratégicos” de comprensión sobre el rol y peso relativo de los países de América del Sur, primero en la región del Atlántico y, luego, en la zona del Pacífico. 

			Lo primero que hay que señalar en materia internacional para América Latina es que el continente tiene un peso unitario en materia internacional. Esto implica que, a nivel regional, la importancia de los territorios radica en si pertenecen o no a España o Portugal. Claramente, los territorios de América del Norte quedaron comprendidos bajo el control inglés hasta la revolución norteamericana. Pero América se emancipó en tres fases: la primera con los movimientos acaecidos tras la invasión napoleónica; la segunda fase, con la independencia del Brasil y, la tercera, con las separaciones de los estados centroamericanos, proceso que formalmente pasa más bien por una independencia respecto de México particularmente, o bien, por la separación de Panamá respecto de la otra Gran Colombia. Haití, queda fuera de este proceso porque se enmarca en una lucha isleña por la realidad esclavista en el siglo XVIII y Cuba, que obtiene su independencia en un contexto de lucha diferente cuando España y Estados Unidos3 pugnan por su dominio en 1898. 4

			En rigor, los problemas internacionales de América Latina entonces surgen con la independencia de los territorios que estaban bajo control español o portugués. Al respecto, los Estados nacientes sostuvieron la necesidad de mantener los mismos territorios coloniales, en términos de la administración colonial. Ello fue posible sólo en el discurso. Tempranamente, aun antes de terminada la guerra, todos los países o proyectos nacionales observaron la dificultad que así fuera. Esto, porque la última división administrativa de los Borbones había dejado un amplio descontento entre las élites locales5; unas porque habían visto mermados sus espacios de control –como en el caso del Virreinato de Lima- otras, porque habían sido presa de una serie de reemplazos administrativos obligados, que tampoco fueron recibidos con entusiasmo –como en el caso de Chile-6. Aun así, el período de recomposición estatal en el lado del Pacífico fue lento. Las guerras de la Independencia en lo inmediato no permitieron mirar hacia fuera inicialmente. Tal era el descalabro de las minas y obrajes, de los campos y ciudades que la prioridad fue justamente esa. Secundariamente, en el caso del Perú, el problema principal se dio en dos áreas: el control del poder del Estado y la formación del sistema político. En este plano, tanto la figura de Bolívar, como la de la seguidilla de caudillos que siguen a Bolívar fue una circunstancia inevitable. Perú era un Virreinato en ruinas7, su administración y sobre todo, su administración provincial eran de un nivel de complejidad mucho mayor que en Chile. Por espacio, recursos, rol del puerto del Callao, mantenimiento urbano de la ciudad de Lima y Arequipa, -las dos principales ciudades del Virreinato- el nivel de reconstrucción era una tarea gigantesca, tarea que en un contexto de luchas familiares locales para ver quién y cómo se organizaría el país, resultaba mucho más enredada que en los países vecinos. En estos términos, coincidimos en lo que afirma Bushnell: “los nuevos gobiernos establecidos en la América española no hicieron nada (excepto la apertura de los puertos coloniales y la abolición del comercio de esclavos) que no hubiera sido hecho ya por los gobiernos retrógrados que resistían, en España, a la impuesta monarquía francesa de José I”.8

			Sin embargo, es el sector atlántico el que advierte la necesidad de ocuparse de los territorios. En efecto, las disputas por la Banda Oriental supusieron un roce concreto entre Argentina y Brasil9. En 1813, la Banda Oriental recibió el nombre de Provincia Oriental, pasando a ser una más de las Provincias Unidas del Río de la Plata. Los patriotas locales reclamaban para sí territorios del gobierno político y militar de la ciudad de Montevideo. También áreas al este del Río de la Plata y del Río Uruguay hasta los límites con los dominios portugueses. Estos territorios alguna vez habían pertenecido a la Gobernación e Intendencia de la ciudad de Buenos Aires y a parte del Gobierno de los Treinta Pueblos de las Misiones Guaraníes10. Por ello, el 7 de marzo de 1814, el Director Supremo de las Provincias Unidas, Don Gervasio Antonio de Posadas, creó una gobernación específica: la Gobernación Intendencia Oriental del Río de la Plata, unidad política que ya existía en la práctica y que justamente había sido un logro de Artigas. La Provincia Oriental propiamente, nace el 23 de junio de 1814, cuando las tropas remitidas por el Gobierno de Buenos Aires, al mando de Carlos María de Alvear, ingresan en Montevideo, poniendo término a la dominación española en la ciudad11. 

			No obstante, la construcción de los países al otro lado y latitud de Sudamérica era completamente distinta.12 Allí no estaban las disputas con los portugueses, sí las rivalidades entre unidades heredadas del dominio español. Unidades que, en parte, habían vivido de manera reciente, movimientos insurreccionales a finales del siglo XIX y con una composición étnica muy diversa a la del Atlántico. Este trabajo postula que, justamente a partir de la ausencia de un “enemigo común”, los tres Estados construyen un concepto de nación, “por oposición” y divergente, más que por constitución de elementos propios. En este plano, existen algunos elementos esenciales en la comprensión de la antipatía Chileno pensava como por ejemplo, las disputas comerciales vinculadas al comercio azucarero, pero lo más relevante para el Perú, es que fuera Chile quien con ayuda de San Martín lo liberara. En el cajon boliviano, la situación de antagonismo nacional nace de las disputas militares que se enumeran a continuación.

			 

			El fin de la guerra en el Alto Perú

			La lamentable situación económica de Charcas y la carencia de una organización militar eficaz determinan, al igual que en el caso del Bajo Perú, una emancipación desde el exterior. 

			Hacia 1824, tras la corta permanencia del Mariscal Andrés de Santa Cruz en La Paz y el control de la guerrilla de Ayopaya en Cochabamba, Charcas se encuentra completamente bajo el control realista y es a la sazón, el último reducto de las fuerzas españolas. Sin embargo, por causa de las sucesivas medidas ultra conservadoras del general realista Pedro de Olañeta, quien disiente de las medidas tomadas por La Serna en el Bajo Perú, la región va quedando progresivamente aislada y debilitada13. Este signo no cambiaría prácticamente durante todo el siglo XIX.

			Para 1824, las fuerzas realistas sufren una fulminante derrota a manos del Mariscal Antonio José de Sucre en Ayacucho, el 9 de diciembre.14 La batalla de Ayacucho pone al Alto Perú en las condiciones, jurídicas, políticas y militares,  para desligarse tanto de Lima como de Buenos Aires. Además la derrota del Ejército realista es completa15. Olañeta era muerto en Tumusla y su ausencia deja abiertas las puertas para la organización de un Estado nuevo.

			La decisión de convertir a Charcas en un país era impulsada por Bolívar desde la región colombina bajo una perspectiva integracionista y progresista.16 Sin embargo, Sucre, su lugarteniente, carecía de instrucciones sobre si cruzar o no el río Desaguadero y mucho menos sobre qué hacer con las provincias que estaban al sur de él. Pero estos no eran los únicos intereses. Estaban presentes también los del propio Perú como hemos visto anteriormente. Charcas debía definir si quería participar de los destinos del Perú, alinearse con las Provincias Unidas del Río de la Plata, o bien, organizarse como país independiente.

			
En palabras del historiador boliviano José Luis Roca:

“Bolívar jamás imaginó que Charcas podía convertirse en república independiente como tampoco Quito o Venezuela. Actualizando el antiguo principio del Derecho Romano, el Libertador postuló el “uti possedetis”, esto es, “como poseíais.” Consiguientemente la Independencia debía ser rubricada en base a las posesiones de los tres Virreinatos: Nueva Granada, Perú y Buenos Aires.

La única excepción a esta regla que Bolívar admitía, era Chile, por razones históricas que él ya había explicitado en 1814 en su célebre “Carta de Jamaica.”17

			Factores de la inestabilidad de la república de Bolívar

			Variadas son las intenciones que crean Bolivia: la del Mariscal Sucre, militante del integrador ideal bolivariano y la “del taimado doctor altoperuano”, como lo denomina Clara López 18, Casimiro Olañeta.

			Graduado de jurista, de la Academia Carolina de Chuquisaca, Olañeta inició su carrera cuando fue nombrado Secretario de su tío el general Pedro Antonio de Olañeta, jefe de las fuerzas españolas del sur, último baluarte del Ejército Real después de la batalla de Ayacucho. De conocido amor por la causa absolutista, habría traicionado a su tío y reconocido por sus servicios “heroicos y eminentes” durante la campaña de Ayacucho19.

			Cuando el Mariscal Sucre se dirigía a La Paz, Olañeta fue enviado al Desaguadero a reunirse con el Mariscal Sucre. Ambos personajes se encontraron en Puno, desde donde marcharon juntos a La Paz y luego a Chuquisaca. Allí, Sucre llama a un Congreso que deliberaría acerca de la suerte y sistema de gobierno que habría de regir a Bolivia. Es en esta Asamblea convocada por Sucre en la ciudad de Chuquisaca donde se proclama finalmente la Independencia del país20. 

			No obstante, el nacimiento de Bolivia, respondería también a las tendencias de buscar un equilibrio continental, argumento que es usado posteriormente por los historiadores. En efecto, Perú y Argentina observan que Bolivia es un estado intermedio, un Estado equilibrante entre fuerzas continentales opuestas. Lima y Buenos Aires siempre comprendieron el valor geopolítico de Charcas. El botín era atractivo: las minas de Potosí y Oruro, el oro de Larecaja y la coca de Yungas, los ricos valles agrícolas interandinos y el inmenso país situado al oriente con sus productos de origen tropical y sus manufacturas. Pero además estaba la población, laboriosa y austera, mitaya, constante contribuyente del tributo.

			Esta visión del siglo XIX de Gabriel René Moreno (1836-1908) es reconocida por José Luis Roca como un hecho lamentable, puesto que Bolivia se inclina por convertirse en una nación independiente.

“Pero si bien Moreno denunció los asaltos perpetrados por los argentinos a las cajas reales y a la casa de moneda de Potosí, a los conventos y a las casas de los criollos ricos de La Plata, él murió creyendo que había sido un hecho lamentable el separarse de la casa grande que era el Virreinato cuya sede estaba en Buenos Aires. La responsabilidad de esa mala decisión fue atribuida por él, no a sus compatriotas, sino a los porteños muy especialmente al anglófilo Bernardino Rivadavia. Anticipándose a muchas críticas adversas que habían de producirse medio siglo después, surgida de la escuela “revisionista” argentina, Moreno escribió sobre la Prevaricación de Rivadavia. (1905) El delito de prevaricato cometido por éste, consistió en haber abandonado a su propia suerte al Alto Perú y a la Banda Oriental, no obstante, de representar a un pueblo que le había otorgado un mandato distinto.” 21

			La renuncia de las Provincias Unidas se justifica en aquel momento porque Bolívar se pronuncia por la neutralidad de las zonas liberadas por él, frente a la disputa que se produce con Brasil por la posesión de la Banda Oriental. Por otra parte, es un hecho que los porteños discrepan del propósito integracionista de la confederación hispanoamericana que busca el Libertador. Cabe resaltar que se trata de intereses de élites, no de naciones formadas, estructuradas y articuladas de manera moderna. Se trata también, de intereses comerciales, de redes que llevan años en pugna por mantener su hegemonía. No es extraño, entonces, encontrar reticencias en uno y en otro sector. Los unos por no involucrar más recursos, los otros por no entrometerse en asuntos que están muy lejos de Lima.

			Visto de este modo, la nación boliviana nace con dos conflictos internos. De un lado, su aislamiento y de otro, una profunda desarticulación interna.22 Tal es así, que varios de los territorios que hoy integran Bolivia, como el Beni, Pando y Santa Cruz, se convierten en zonas prácticamente encerradas sobre sí mismas durante todo el resto del siglo XIX y parcialmente el XX. La influencia política de estos fenómenos se hace sentir posteriormente en la actitud que adopta toda la región del Oriente boliviano respecto de los conflictos a los que se ve expuesta Bolivia en la década de 1830, acciones que se traducen a nivel internacional en que esta región carezca de representación alguna en la toma de decisiones.

			“Bolivia deriva su propia existencia como nación de condiciones de vida, de población y de cultura, preexistentes a su creación política, más relacionada con la América precolombina que con la dominación colonial que rompe en 1825. La proporción indígena que supera a la de cualquier otra población latinoamericana, está revelando a su vez la sobrevivencia de pautas culturales, modos de explotación de la tierra y producción, que califican agudamente la originalidad de la nación boliviana. Por otra parte, y aunque parezca efectista la afirmación, Bolivia es la única nación que encontrándose bajo dominio español, al declararse independiente de España, también lo hacía con respecto a sus vecinos Perú y la Argentina, con quienes estaba unida por lazos jurisdiccionales controvertidos de larga data.”23

			Con aproximadamente 2,3 millones de kms2 en sus orígenes, Bolivia se extiende en 1825 sobre regiones geográficamente diversas. Costas, montañas, valles y llanos determinan sistemas de comunicación complejos. La gran masa de población india y mestiza, la división social y la dinámica personalista –como también ocurre en el Perú- del ejército, la forjan desde el inicio como un Estado desestabilizado y violento.24

			Bolivia: Sucre intenta “crear” un nuevo Estado

			Por ello, corresponde a Sucre organizar el nuevo Estado y enfrentar los resquemores tanto peruanos como rioplatenses a que daba lugar la creación de Bolivia. Sucre, además, padeció los embates de los mismos doctores de Chuquisaca25, quienes veían en su persona un simple servidor de Bolívar, temiendo que, más temprano que tarde, la naciente república de Bolivia iba a integrarse en un proyecto político de mayor envergadura, cuál era el de la confederación bolivariana.

			Estas son las razones por las que el gobierno de Sucre está plagado de constantes movimientos subversivos que le impiden llevar a cabo una serie de reformas fundamentalmente sociales, amén de un promedio anual de ingresos que el estado boliviano dirigió en un 40% hacia el financiamiento del sector militar.26 El Mariscal Antonio José de Sucre asume, con todo, la difícil tarea de reavivar la economía, cambiar la estructura tributaria fiscal, reformar la Iglesia y establecer instituciones públicas. 

			El conflicto por obtener una mayor cantidad de ingresos a través de una reforma tributaria es la principal tarea de Sucre en su primer año de gobierno. En la mente del Libertador estaba la idea ilustrada de la igualdad jurídica de todos los ciudadanos. Tanto la élite indígena como la criolla veían con pésimos ojos la reforma fiscal. Los unos porque su papel de intermediarios entre el pueblo y el nuevo Estado iba a desaparecer; los otros, porque aceptarla significaba perder los privilegios que habían heredado del régimen colonial. 

			La derrota de Sucre en este campo, lo llevó a la emisión de bonos con respaldo del Estado a diferencia de los restantes Estados del continente que vieron en el préstamo externo su solución más próxima. Para estos efectos, y con el propósito de quebrantar el poder y la influencia del clero regular, el presidente decidió disolver las comunidades monásticas y expropiar todas las propiedades eclesiásticas rústicas y urbanas. El resultado de estas medidas apuntó además a la incautación de los diezmos a partir de 1827. Con esta reforma, la Iglesia quedaba totalmente sujeta al gobierno, cuando incluso los sueldos de la jerarquía habrían de ser pagados por el Estado.27

			El embate contra la Iglesia perseguía así un solo fin, la captación de recursos. Sin embargo, Sucre había olvidado un hecho fundamental: el resentimiento de uno de los principales actores sociales del país.28 El Estado se consideró heredero de la Corona en lo concerniente al nombramiento de las autoridades eclesiásticas. Con el tiempo, el poder del clero quedó reducido, pero a costa de sembrar una esquirla en el corazón mismo del país. El resto de la desestabilización del país es producida por la promulgación de la Constitución de 1826, y el nombramiento del equipo de asesores -muchos de ellos extranjeros- que fueron ubicados en distintos cargos de la república por su probidad y capacidad.

			La elección que hizo Sucre de sus colaboradores y el mantenimiento de un ejército extranjero en el territorio, le valieron a la larga, la inquina de los nacionales. Estos hechos, las reformas radicales en materia religiosa y de enseñanza y la carga que significaba sostener económicamente a un ejército colombiano de 8.000 hombres, hicieron que en abril de 1828 estallara un motín, precisamente cuando el Mariscal se encontraba en plena actividad. En este motín Sucre es herido. Sus días en el gobierno terminaban de manera funesta29. 

			Iniciado de manera local en Chuquisaca, el alzamiento de unos cuantos ganaderos peruanos que pugnaban por hacerse cargo del poder en tanto Sucre dejara el gobierno, fue secundado por un tumulto de gente. Acto seguido, la sublevación prosiguió con un complot entre el propio Ministro de Guerra, José María Pérez de Urdininea y Pedro Blanco, jefe de la quinta columna gamarrista que había estado al acecho en la frontera.

			“A raíz de estos sucesos, Gamarra avanzó con sus tropas hasta Oruro, el ejército boliviano estaba en manos de Pérez de Urdininea que no tuvo una actuación decidida; Pedro Blanco, que era el otro jefe del ejército, estaba de acuerdo con Gamarra y tampoco tomó acción alguna. En julio de 1828, en Piquiza, se suscribió un tratado entre Perú y Bolivia el cual estipulaba la salida de las tropas colombianas del país, la convocatoria de una asamblea para aceptar la renuncia del mariscal Sucre, designar un gobierno provisorio y revisar la constitución vitalicia.”30

			Los jefes militares bolivianos optaban por no enfrentarse en el campo de batalla, sino en el área diplomática. A partir de entonces, los hechos conminarían a la unidad con el Perú. Urdidinea gobernaría algunos meses hasta convocar a elecciones. José Miguel de Velasco asumiría el mando presidencial en 1828, en reemplazo del Mariscal Andrés de Santa Cruz que se encontraba en Chile desempeñando una misión diplomática por encargo del Perú. Estando Velasco en la presidencia, sorpresivamente el Congreso –presionado por Gamarra- nombró al general Pedro Blanco, quien gobernó tan sólo cinco días31.

			Ballivián, Armaza y Vera, coroneles del ejército boliviano, indignados por la inminente “fusión” de los dos Estados, se levantan y lo destituyen. Tomado preso, Blanco es asesinado en Chuquisaca. Ante estos sucesos, la Asamblea encomienda a Velasco la presidencia provisoria. Velasco declara legal y vigente la elección de agosto de 1828, restituyendo en la presidencia, justamente a quien aún después de todo este tiempo, nunca la había obtenido: el Mariscal Andrés de Santa Cruz. En tanto, Sucre dejaba el país. Un año después, Sucre sería asesinado en Berruecos por instigación de José María Obando, un militar y político nacido en el Cauca, que odiaba a Bolívar32.

			Los Estados en retrospectiva

			Con el curioso nombre de “caudillos letrados”, Alcides Arguedas denomina a los gobernantes de la Bolivia post independentista hasta el gobierno de Belzu casi ya en la mitad del siglo.33 Si bien es cierto que para el Perú no es posible ocupar el mismo término el militarismo formó parte consustancial a la formación del Estado peruano. En retrospectiva, tanto en una como en otra república, los sucesores del Mariscal Sucre en la presidencia de Bolivia y de Bolívar en Perú, poseen un perfil político caracterizado por: 

			Acentuado espíritu caudillista y militarista:

			Este espíritu se define a través de líderes militares de una personalidad carismática, que establecen gobiernos ilustrados, es decir, bajo la fachada de elementos políticos, económicos y sociales referencialmente adscritos a la Ilustración, pero en la práctica cercana a formas reaccionarias. En este sentido, los gobiernos bolivianos y también peruanos, carentes de una estructura política estable y organizada, se articulan en liderazgos unipersonales de grupos predominantes o élites, con el propósito de llevar a cabo aspiraciones de poder comunes, mas no nacionales. Quizás la diferencia fundamental que se observa con el caso peruano, radica en que estos líderes, a menudo representan a élites de regiones completas o se acercan a redes familiares “blancas” muy definidas.34 En tanto, Bolivia presentará líderes con una curiosa mezcla de tradición militar, fundamentalmente paceña y chuquisaqueña, de formación liberal francesa.

			Ensalzamiento de las emociones y acciones nacionalistas:

			Se trata de una constante extendida en todos los gobiernos de la primera mitad del siglo XIX, la construcción del país se verifica a través de los contrastes con los países vecinos. Este aspecto es crucial, porque la mirada es siempre una lectura hacia fuera y no hacia adentro, es siempre una mirada por oposición y no por constitución o formación, donde la nacionalidad se construye a partir de la guerra. La base de la construcción de la nacionalidad surge apartándose del conflicto interno, esto es a través de la potenciación de conflicto a nivel externo que opera como catalizador de una nacionalidad por oposición.35

			En el caso de Chile, se utiliza también esta herramienta junto con otros instrumentos que potencian la nacionalidad desde dentro, esto es promoviendo una nacionalidad que podríamos denominar nacionalidad por analogía. La diferencia con el caso de Perú y Bolivia, es que estas sociedades han dejado pendientes sus conflictos internos, mientras que en el caso de Chile, dichos conflictos se han resuelto sustancial o completamente por la vía de la legalidad,36 a través de poderes constitucionales articulados férreamente, al menos y hasta la Pacificación de la Araucanía. Desde una perspectiva histórica comparada, la situación trinacional atraviesa por las situaciones de caudillismo, militarismo y nacionalismo. Sin embargo, las formas que encuentran las élites nacionales para canalizar estos factores es lo que marca la diferencia en la construcción de los Estados y su posterior evolución. 

			Valga reiterar que, en el espacio sur andino, los conflictos económicos, sociales y políticos de carácter interétnicos, inter e intra clase, regionales, territoriales, etc., se proyectan desde el período colonial hacia el siglo XIX y XX.

			 

			Totalmente distinto es el caso de Chile. Aislado por mar y tierra, la larga y angosta franja de tierra que hoy se reconoce con el nombre de Chile, no era tal en 1818, fecha en la que se declara legalmente finalmente la Independencia en Talca un 12 de febrero. En 1818, que había sido el quebradero de cabeza para el Imperio Español por su lucha con los belicosos araucanos -y no mapuches- en el siglo XVI, daba un salto cualitativo en su condición de país dominado por fuerzas externas, a otro dominado por élites locales. Su territorio longitudinal, extendido desde el norte de Copiapó a Chiloé, se ampliará en décadas posteriores. No obstante, lo que debe remarcarse es el imaginario territorial, más que el territorio en sí mismo, aspecto sobre el cual pivotea el discurso posterior al período portaliano, no por una lectura política propiamente tal, sino por una visión que, progresivamente, se irá orientando hacia los recursos naturales y que, como es previsible, conflictuará con los nuevos Perú y Bolivia.

			Es interesante tomar un mapa del período independentista. Para ello hemos seleccionado una cartografía de época que muestra las delimitaciones espacio nacionales que se observaron en el Pacífico Sur hacia 1818. A través de ella, se reconoce la omisión de la diferenciación altitudinal de Perú, Bolivia, Chile y Argentina. Así, la Cordillera de Los Andes, no aparece todo lo infranqueable que es en la realidad post independentista. En efecto, el geógrafo inglés, pinta objetivamente lo que observa. 
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			Conclusiones

			En este ensayo histórico se ha privilegiado el análisis en el contexto que, una vez creadas las naciones y tal como puede concluirse de la estructura política de los Estados, las preocupaciones circularon en función de las decisiones de Lima y Santiago, quedando lo que hoy es el norte chileno en un limbo de control espacial difícil de afrontar y Bolivia, totalmente desfasada del mundo occidental. El desenlace de esta “brumosa” dinámica emerge con la Guerra de la Confederación Perú Boliviana de 1836-1839. De esta primera guerra del Pacífico, se desprenden la pertenencia formal del territorio a Bolivia y Perú, y en paralelo, los débiles mecanismos de control político de ambos países respecto de sus propios territorios. En ese marco y terminada la guerra de la Independencia, el espacio andino vinculado a la costa del Pacífico quedó en una condición indefinida hasta separación de Perú y Bolivia con la Batalla de Ingavi en 1840. En efecto, había naciones, pero no Estados. Había un imaginario de peruanidad, pero no la consolidación de la misma. Lo propio ocurrió con Bolivia, incluso por mucho más tiempo, toda vez que tampoco Bolivia pudo estabilizarse. En suma, tanto para Perú como para Bolivia el éxito de la construcción estatal post independencia no estuvo al alcance del espacio sur andino y las razones de ello se ubican en la ausencia de la reconstrucción de nación y de un proyecto de Estado estable. Esto escapa del prejuicio, para encontrarse con la evidencia de la cantidad de presidentes, jefes supremos, jefes provisorios, directores supremos, etc. por país y, por la forma en que estos dejan el poder en situaciones críticas: 35 en Bolivia entre 1824 y 1900 (8 asesinados), 108 en Perú en el período 1825-1899 y 25 de Chile, entre 1817-1900. 

			Ya sea por la centralización de la sociedad chilena, su raigrambre agrícola, el apego a la tierra, la imposibilidad de la formación de vastas estancias, lo cierto es que el Estado chileno tuvo una organización diferente que le valió mayor estabilidad en el tiempo. Por estos motivos es que, una vez que concluye la guerra y se desencadena la explotación guanera y salitrera posteriormente, serán los intereses de los Estados y no los de los caudillos como en el caso de Perú y Bolivia, los que primarán en el futuro de esas regiones. Consideradas fronterizas, áreas interculturales y sujeto de disputas, parte del espacio otrora sur peruano se traspasará a Chile con la Guerra de 1879. El posterior poblamiento nacional en la región y la historia misma de ocupación territorial chilena, determinarán el establecimiento fundamentalmente de una economía primario exportadora, pero con importantes variantes en sus resultados por la conformación política interna de los Estados.
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LOS MILITARES Y LA POLÍTICA PERUANA ENTRE 1862 Y 186837
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			Introducción

			En las relaciones internacionales del siglo XIX latinoamericano ocupa un lugar destacado la resolución del diferendo que mantuvo España con sus antiguas posesiones de Ultramar después de conseguir estas sus independencias. Existe una amplia panorámica historiográfica sobre el complejo y heterogéneo proceso de restablecimiento de relaciones diplomáticas de la “madre patria” con cada una de las nuevas naciones38. También bastante se ha escrito sobre los conflictos diplomáticos y/o bélicos en que España se vio envuelta en la década de 1860 como ocurrió en los casos de México, Santo Domingo, Perú y Chile39. En estos dos últimos casos el problema surgió cuando la expedición científica española emprendida en 1862, que tuvo la virtud de poner en contacto a académicos de los tres países, se transformó en una expedición naval en 1864, cuya misión pasó a ser la de resolver por la amenaza del uso de la fuerza los diferendos diplomáticos. En Chile esta ofensiva naval, si bien causó malestar social, no afectó el desenvolvimiento de su política interior. El gobierno de José Joaquín Pérez, con la aprobación de los partidos parlamentarios, declaró la guerra a España el 24 de septiembre de 1865 y bajo ese consenso político firmó el tratado ofensivo y defensivo con Perú el 5 de diciembre de 1865, acuerdo al que se sumaron después Bolivia y Ecuador40. En el Perú ocurrió lo contrario al consenso chileno y los vaivenes de su política interior iban a estar marcados desde 1862 hasta 1867 por su relación internacional con España. Con esta constatación no se está proponiendo que los chilenos tuviesen una conciencia nacional más sólida que la de los peruanos, polémica académica inútil por ser objetivamente indemostrable. Más bien, se afirma que en el ámbito de lo político existen circunstancias en que el avance de un proceso de construcción nacional puede estar ocasionalmente marcado por los conflictos internacionales41. El grado alcanzado por un proceso de institucionalización estatal puede ser altamente afectado por un evento inesperado que, como en el caso que se estudiará, determinó el rumbo hacia el que se dirigió la toma de decisiones tanto de los gobernantes como de sus detractores. 

			Este trabajo se centrará en analizar una coyuntura política marcada por dos  hechos de violencia en la política peruana que enfrentaron, sucesivamente, al gobierno constitucional del general Juan Antonio Pezet (1862-1864) y a la dictadura del general Mariano Ignacio Prado (1865-1867). Aunque ambos conflictos, uno de carácter interno y otro de naturaleza internacional, tuvieron distinta motivación en su desarrollo, estuvieron interrelacionados. El primer conflicto se asocia con las constantes revoluciones militares que se activaron en distintas circunscripciones del país y que condujeron a las guerras civiles de 1865 y de 1867. A esa inestabilidad interna se sumó un segundo conflicto, de naturaleza primero diplomática y luego bélica, suscitado con la ocupación de las islas Chincha por parte de la escuadra naval española en el Pacífico (1864-1866). Mientras Pezet enfrentó esto último a partir de una moderada política internacionalista y negociadora, Prado -después de derrocar a Pezet por este motivo- lo asumió bajo un nacionalismo recalcitrante que llevó a la declaratoria de guerra a España y al combate naval de El Callao el 2 de mayo de 1866. Durante esta contienda bélica se sostiene que el faccionalismo militar interno cesó y los militares peruanos se unieron para enfrentar al enemigo externo que amenazaba la soberanía nacional.

			El imaginario nacionalista peruano, a partir de lo ocurrido en el combate de El Callao, es que se reafirmó su independencia de España conseguida en 1821. Monumentos históricos y escritos patrióticos fueron promovidos por la dictadura de Prado para recordar el 2 de mayo como una fecha clave del civismo peruano y su unidad política. Sin embargo, concluida la contienda del Pacífico, la fragmentación política volvió a reactivarse y Prado perdió los réditos políticos conseguidos con la jornada del 2 de mayo. En una reproducción de las conspiraciones experimentadas en 1865, Prado finalmente fue derrocado por una revolución conservadora en 1867. Los trabajos historiográficos sobre la coyuntura política de los años sesenta han minimizado el estudio del conflicto interno al preferir destacar la unidad cívica lograda con el combate del Callao. Frente a esta argumentación, el planteamiento de este estudio será el de privilegiar el conflicto interno suscitado por el diferendo internacional con el propósito de demarcar el papel de los militares en la política peruana, ya que ellos lideraron los clubes y sociedades electorales de esa época. Se argumentará que el imaginario nacional surgido tras el combate naval de El Callao de 1866, conocido como el de la reafirmación de la independencia peruana, se enmarca en un proceso de reconfiguración de la construcción estatal que los políticos, fundamentalmente militares, quisieron garantizar desde 1850, bien con las elecciones o con las guerras civiles. Lo que realmente consiguió la dictadura pradista fue la desaparición de los clubes políticos que giraron en torno a dicha lógica de funcionamiento político e institucional.

			El camino hacia la fractura de los clubes electorales (1862-1865)

			En 1862 el diario El Comercio publicó por entregas una Historia de los Partidos cuyo autor fue Santiago Távara. Este recorrido lo inició con el Protectorado de San Martín y lo concluyó con la elección del general Miguel San Román en 1862. El autor concibió el concepto de partido bajo su connotación negativa de facción o lucha ideológica y pasional, “sin que necesariamente los actores históricos se reconocieran a sí mismos o se les designara de tal modo”42. Pero, según José Ragas, bajo el denominativo más apropiado de cofradía, club o sociedad electoral, este antecedente institucional de los partidos surgió en vísperas de concluir el primer gobierno del general Castilla y escenificarse la contienda electoral de 1850. La existencia de estos clubes no sólo canalizó la participación de los ciudadanos votantes, sino que “se puede deducir que en los pueblos donde se contó con estas organizaciones, la acción proselitista dio como resultado una alta concentración de votos a favor del candidato o incluso la victoria por amplio margen”43. Al comenzar los años sesenta coexistían el “club castillista”, la “Sociedad Conservadora” del general José Rufino Echenique (conservador exaltado) y el club del general Manuel Ignacio de Vivanco (conservador ultramontano). Los líderes de estos tres clubes fueron también protagonistas de las guerras civiles de 1854-55 (derrocamiento de Echenique por Castilla) y de 1856-58 (derrota de la revolución de Vivanco por Castilla). También se constituyó un club “rojo” o liberal exaltado, liderado por los hermanos José y Pedro Gálvez, que recogió la herencia de los “intelectuales liberales [que] comenzaban a tachar el sufragio como fuente de corrupción moral y cívica de la república”44.

			En la elección presidencial de 1862 el club castillista, que gobernaba desde 1854, controló la mayoría de las mesas de sufragio y apoyó el triunfo de la candidatura del general  Miguel de San Román, en opinión de Távara, “confiando en el carácter moderado de su candidato para dar un segundo ejemplo de un Presidente cívico-militar”45, en alusión al propio Castilla. En su dilatada trayectoria política, San Román fue leal a generales de tendencia conservadora como Agustín Gamarra, Pedro Bermúdez o Juan Crisostomo Torrico. Pero cuando el general Castilla emergió como líder político desde 1845, San Román se convirtió en un leal servidor suyo en su condición de ministro, diputado y general en jefe del ejército que combatió a los generales conservadores en las dos guerras civiles. Castilla creyó que su influencia sobre San Román estaba garantizada al acompañar a este como primer y segundo vicepresidentes, respectivamente, los generales Juan Antonio Pezet (su exministro) y Pedro Diez Canseco (su cuñado). 

			Pero el expresidente erró al pensar que su sucesor continuaría su desempeño político. Las primeras decisiones de San Román más bien alarmaron a Castilla al permitir aquel el retorno del exilio de los más recalcitrantes adversarios de este, esto es, los generales Echenique, Vivanco, así como el político liberal José Gálvez. San Román, en su afán de primar el carácter cívico de su mandato, se distanció del partido que le apoyó electoralmente y con ello propició la irreversible debilidad institucional del ejecutivo46. Para empeorar esta situación, mientras el congreso asumió una actitud crítica contra varios actos del fenecido régimen castillista, el ejército readmitió como oficiales a personajes vinculados al echeniquismo y al vivanquismo. Ante estos imponderables Castilla se retiró de la política para probar suerte en una serie de actividades económicas, pero el inesperado fallecimiento de San Román el 3 de abril de 1863 dio motivo para su retorno a la escena política y, como resultado de ello, a la inauguración de una etapa de dura pugna entre los partidos.

			Entre abril y agosto de 1863 el general Diez Canseco, en su condición de segundo vice-presidente, asumió provisionalmente la presidencia a la espera de que el general Pezet retornara de su estancia en Europa. Una polémica decisión de Diez Canseco en el breve tiempo que estuvo en el poder fue nombrar al general Vivanco como ministro plenipotenciario en Chile. Esta decisión estrechó el vínculo del vivanquismo con el gobierno, pero conllevó el primer desplazamiento de los castillistas. Diez Canseco confirmó la decisión inaugurada ya por San Román de entregar importantes prefecturas a connotados vivanquistas (como el general Ramón Vargas Machuca en Arequipa) o echeniquistas (como el coronel Manuel Vargas Guimet en Lima)47. Bajo este precedente, sentado por sus dos antecesores de gobernar con la colaboración de antiguos adversarios políticos de Castilla, Pezet asumió la presidencia el 5 de agosto de 1863. 

			La sinuosa trayectoria política de Pezet explica su fácil adaptación al modo de gobernar de San Román y Diez Canseco. Desde los años treinta, este militar demostró lealtad a una serie de gobernantes incluso enfrentados ideológicamente entre sí como fueron los generales Gamarra, Orbegoso, Vidal, Vivanco, Echenique y Castilla. A lo largo de su vida ejerció cargos importantes como mandatario interino, prefecto y diputado, pero también experimentó varios destierros. Su último exilio se había producido a Chile tras apoyar a Vivanco en la guerra civil de 1858, pero al poco tiempo Castilla le perdonó y le nombró ministro de Guerra y Marina, presidente del Consejo de Ministros y jefe del estado mayor del ejército que invadió Ecuador en noviembre de 185948. Pezet se convirtió así en una pieza clave del entramado clientelar confeccionado por el general Castilla durante sus dos gobiernos (1845-1851 y 1854-1862), el mismo que ha sido definido por la historiadora Mc Evoy como la plasmación de un modelo “autoritario-constitucional”49. Pero al iniciar su gobierno, Pezet consideró, como San Román, que su fidelidad al castillismo debería pasar a un segundo lugar si de lo que se trataba era de desterrar las conspiraciones y guerras civiles promovidas por los clanes militares enemigos en las décadas anteriores. Así resumió esta postura de Pezet un apologista suyo: “no habiéndose podido sostener dos administraciones consecutivas en el Perú, era para él evidente la importancia vital de hacer todo género de esfuerzos y sacrificios para que la suya pasase en calma, y abriese pacífica y legalmente el camino a otra administración constitucional”50. Su primera decisión fue nombrar un consejo de ministros consensuado con todos los tres líderes políticos militares (Castilla, Echenique y Vivanco). Aunque en las elecciones parlamentarias de noviembre de 1863 Pezet no apoyó la candidatura de Castilla por la circunscripción del Callao, lo que inauguró su distanciamiento de este, su política de consenso explica la relativa tranquilidad política que se experimentó en el país. Sin embargo, esta tregua política se iba a romper el 14 de abril de 1864 cuando estalló el conflicto con España derivado de la ocupación militar de las islas Chincha, vitales en la extracción del guano de las islas, por parte de la escuadra naval del Pacífico comandada por el almirante Pinzón. 

			Pese a que Perú y España no tuvieron relaciones diplomáticas, aunque si consulares, tras la derrota del virrey La Serna en Ayacucho en diciembre de 1824, entre ambos países se trató el asunto del pago de la deuda peruana hacia su ex metrópoli estipulado en la capitulación firmada por el último virrey que fue reconocida por Bolívar. En 1831 el congreso peruano reconoció dicha deuda en los ramos de estancos de tabaco, tribunal del Consulado y cajas reales, pero el gobierno del general Gamarra no efectuó ningún desembolso. El gobierno peruano comisionó a algunas misiones diplomáticas (Pardo y Aliaga en 1835 y Osma en 1853) a que arreglaran la forma de afrontar dicha deuda en Madrid, pero la primera no se efectivizó y la segunda no tuvo éxito. En este último caso el representante de Isabel II, Ángel Calderón de la Barca, llegó a negociar con Osma un tratado de paz y amistad, donde se estipulaba la forma de pagar la deuda española, pero el derrocamiento del general Echenique impidió su aprobación en el congreso. En 1859 Castilla comisionó a Pedro Gálvez la reanudación de las negociaciones emprendidas por Osma, pero la monarquía española rechazó recibir a este en calidad de ministro plenipotenciario, condición sólo dable entre naciones que mantenían relaciones diplomáticas, por lo que Gálvez abandonó su comisión51. 

			En agosto de 1862 partió de Cádiz con dirección a América una poderosa flota naval con el propósito de secundar una expedición científica que fue una prolongación “romántica” de las ambiciosas expediciones políticas e ilustradas borbónicas del siglo XVIII52. Pero esta misión filantrópica provocó suspicacias entre los políticos peruanos al coincidir ella con la previa intervención española tanto en México como en Santo Domingo. A pesar de ese sentimiento, la expedición científica llegó a Lima en julio de 1863 sin producirse ningún acto hostil. Pero el 4 de agosto estalló el incidente en la hacienda Talambo, en la costa norte del país, cuyo resultado fue la muerte de un colono español y varios súbditos de esta nacionalidad heridos. En Madrid la reacción de la opinión pública española más belicista opinó que “el gobierno de S. M. está en el imperioso deber de adoptar medidas enérgicas respecto al del Perú, que en este caso como siempre desoye la voz de la razón y la justicia”53. Esta postura recalcitrante influyó en la monarquía y explica por qué, para intervenir en esta cuestión, nombró erradamente a Eusebio Salazar y Mazarredo, un personaje con una marcada actitud prejuiciosa hacia los americanos, como comisario especial ante el gobierno de Pezet. El hecho de que el ministro Ribeiro aceptara recibir a Salazar sin reconocerle su título, por no adecuarse a la terminología diplomática, afianzó la peruanofobia del comisario. El 12 de abril de 1864 Salazar, a través de un memorándum, acusó al gobierno peruano de atropellar los derechos de los súbditos españoles. Salazar se embarcó en Lima en la fragata Covadonga y se reunió con el almirante Pinzón cerca de las islas Chincha. Aquel convenció a este que entre las instrucciones recibidas de la monarquía estaba la de ocupar militarmente aquel territorio hasta que la “honra nacional” española fuera compensada económicamente por el Perú54. En la declaración del 14 de abril, el almirante Pinzón, influido por Mazarredo, comunicó que las islas eran reivindicadas por España y, que asimismo, “el guano serviría de hipoteca de las sumas adelantadas legalmente al Perú por súbditos extranjeros con garantía de ese abono, debiendo las compañías que lo explotaban, rendir cuentas al gobierno español de las toneladas que extrajeran”55. Esta ocupación territorial y su progresiva vinculación con la resolución definitiva de la “deuda española” reabrieron el faccionalismo interno que iba a conducir al derrocamiento del régimen de Pezet.

			La pugna política interna se escenificó entre un poder ejecutivo que prefirió adoptar una política negociadora y conciliadora con la flota naval española y un poder legislativo, apoyado por un sector mayoritario de la prensa, que de forma irreflexiva exigió declarar inmediatamente la guerra a los ocupantes de las islas56. En relación con la actuación gubernamental, fue el ministro de Relaciones Exteriores Juan Antonio Ribeyro quien asumió el protagonismo principal en que se procurara resolver por la vía diplomática el conflicto. Pezet y Ribeyro rechazaron la opción guerrista porque el país carecía totalmente de navíos de guerra con capacidad de enfrentar a la flota naval española57. Ribeyro remitió una circular a los países extranjeros en la que declaró la suspensión de las negociaciones con España hasta que no se desocuparan las islas y solicitó, con resultado negativo, la mediación de Estados Unidos y Francia. El canciller peruano, ante el fracaso de su requisitoria sobre el almirante Pinzón, se dirigió sin éxito al gobierno de Su Majestad Católica con la vana esperanza de que este desaprobaría la actuación de su comisario y de sus marinos. Tampoco se tuvo fortuna en la implicación de Chile en el conflicto a través de una alianza defensiva. Lo que se puede considerar como logro de Ribeyro fue la convocatoria en Lima de un Congreso Americano por circular del 11 de enero de 1865 para abordar la cuestión española, la misma que con participación de ocho países se instaló en octubre cuando ya el ministro había renunciado hacía dos meses58.

			Es en la actuación del congreso donde puede advertirse la hegemonía adquirida por el discurso belicista opuesto al de la conciliación gubernamental en el conflicto con España. Los partidos parlamentarios mayoritarios en la legislatura de 1864 fueron tres: los conservadores moderados (Echenique), los liberales moderados (Castilla), y los liberales exaltados (los hermanos José y Pedro Gálvez), que sumados constituían los “dos tercios de todos los diputados con más de 50 por ciento de participación en las votaciones nominales”59. Cuando el congreso quedó instalado el 28 de julio se eligieron como presidentes del Senado y Diputados, respectivamente, a Castilla y Echenique. La sesión inaugural terminó en un escándalo porque el discurso de Pezet fue contestado por Castilla, bajo cuya presidencia se celebraba la sesión, de modo virulento y acusatorio por recriminar este a aquel de encaminar al país al sometimiento de la “ambición del que a consecuencia de las peripecias de la Soledad, Orizoba y Puebla, pretende imponerle al Perú idéntica suerte que la infortunada México”60. Por su parte, Pezet calificó de insultantes las palabras de Castilla y rechazó su pretensión de que el legislativo actuase como primer poder del Estado. Esta circunstancia provocó el aislamiento del gobierno en el legislativo, ya que los echeniquistas no apoyaron su gestión, así como tampoco se solidarizaron con la opinión de Castilla. Ello explica que a lo largo de la legislatura “dos tercios de las votaciones nominales consistían en ataques políticos contra el gobierno. El partido de Echenique era el que generalmente ganaba las votaciones, de tal manera que se puede decir que la Cámara de Diputados era abiertamente opuesta al gobierno”61.

			En la pugna entre el ejecutivo y el legislativo fue triunfando el segundo y ello se refleja en la censura y caída de los ministros de Pezet que intervinieron en la fase inicial del conflicto hispano-peruano. El gabinete presidido por Ribeyro se vio obligado a renunciar el 9 de agosto de 1864 al ser acusado por los diputados echeniquistas del “delito de traición a la confianza pública”. El nuevo consejo de ministros fue presidido por Manuel Costas y tuvo a Toribio Pacheco como ministro de Relaciones Exteriores. Este último actuó bajo la consigna presidencial de arreglar “honrosamente” el asunto con España sin omitir la preparación del país para la guerra con la compra de nuevos navíos en Europa. Pero el segundo gabinete de Pezet presentó su renuncia el 14 de octubre de 1864 al fracasar el pedido de facultades extraordinarias ante el Congreso para gestionar un empréstito en Londres sobre la garantía de las rentas del guano. Pezet intentó formar su tercer ministerio acordado con el general Echenique pero al fracasar esta alianza escogió un gabinete de carácter conservador presidido por el general José Allende y Pedro José Calderón como ministro de Relaciones Exteriores. Al gabinete Allende-Calderón le debió corresponder la defensa ante el Congreso de las bondades del contrato firmado entre el general Vivanco, nombrado por Pezet como ministro plenipotenciario, y el almirante español José Pareja (quien reemplazó a Pinzón como jefe de la expedición naval en diciembre de 1864) por el que se llegó a un acuerdo para poner fin al conflicto. El contrato Vivanco-Pareja (27 de enero de 1865) estipuló que las islas Chincha serían desocupadas por los navíos españoles a cambio de que el gobierno peruano cumpliera los siguientes compromisos: 1) indemnizar a España con tres millones de pesos por los gastos derivados del conflicto, 2) aceptar a un comisario especial para resolver el asunto de Talambo, 3) acordar el envío de un ministro peruano a Madrid para negociar la liquidación de la deuda española,  y 4) firmar un tratado de paz similar al acordado entre España y Chile. Adicionalmente, el tratado incluyó un protocolo de saludo recíproco y simultáneo por parte de ambos contendientes de las banderas de Perú y España. Pero Echenique y Castilla, ante la impopularidad con que la prensa y la opinión pública recibieron el tratado, refrendaron su entendimiento parlamentario anti-gubernamental y pactaron que el congreso se clausurara el 1 de febrero, antes de su término oficial, para no discutir el tratado. Pezet, ante este escenario, prefirió no convocar un congreso extraordinario y consideró que era su responsabilidad ratificar el tratado y así lo hizo al día siguiente. El presidente creyó que el problema estaba solucionado, ya que las islas fueron devueltas y la indemnización económica se hizo efectiva, pero en realidad el tratado sirvió como detonante al derrocamiento de Pezet62.

			El 5 de febrero se produjo en el Callao un incidente entre los marineros de la escuadra naval española que visitaban al prefecto y la población de este puerto, influenciada por las críticas de los políticos y periodistas castillistas, echeniquistas y rojos al carácter “humillante” del tratado Vivanco-Pareja, en el que resultó muerto un marino español y dañadas varias propiedades españolas. El almirante Pareja reaccionó indignado y solicitó reparaciones económicas mientras que el gobierno de Pezet destituyó al prefecto. La situación, tras lo ocurrido en el Callao, pareció volverse incontrolable al organizarse turbas en Lima con el propósito de atacar al gobernante, pero el prefecto Francisco Diez Canseco disolvió este intento con el uso de la fuerza policial.  Al día siguiente, el general Castilla se presentó en el palacio de gobierno y enrostró al mandatario “su debilidad ante los españoles y la infamia del tratado” y, según relató un testigo presencial, calificó a este y sus ministros de traidores a la patria63. Ante esta acusación, Pezet reaccionó de modo furibundo y ordenó el encarcelamiento de Castilla y, finalmente, su destierro en un navío que lo condujo a Gibraltar pese a las protestas de la comisión permanente del congreso. El castillismo se quedó sin su líder, pero, en protesta con esta deportación, se iniciaron algunos motines militares que fueron controlados por el gobierno con prisiones, cierres de periódicos y nuevas expatriaciones. Este fue el preludio de la revolución que estallaría en Arequipa el 28 de febrero de 1865.

			Fueron tres las personalidades militares que lideraron la revolución contra Pezet: el coronel Mariano Ignacio Prado, el coronel José Balta y el general Pedro Diez Canseco. En lo que respecta a Prado, desde el inicio de su carrera militar se consideró partidario del general Castilla y afín a su ideología liberal moderada. En marzo de 1854 Prado fue desterrado a Chile por calificar públicamente de corrupta la gestión gubernamental de Echenique. Por eso cuando estalló la revolución liderada por Castilla, Prado no dudó abandonar su destierro y sumarse en Arequipa a las fuerzas de la denominada “columna sagrada” que tomó Lima y obligó a Echenique a exiliarse. Al convocarse la Convención Nacional de 1857, Prado fue electo representante por Huánuco. En marzo de 1858 destacó en la ofensiva gubernamental que aplastó la revolución del general Vivanco en Arequipa. En gesto de reciprocidad, Castilla le premió con su ascenso a coronel y también le concedió la subprefectura de Tacna y Moquegua y, más tarde, la prefectura de Arequipa64. Fue en su desempeño como prefecto y comandante general de este departamento cuando se sublevó. En cuanto a José Balta cabe destacar su lealtad al partido echeniquista y sus simpatías con el conservadurismo. Ello explica que, a lo largo de su trayectoria militar, además de Echenique, apoyara a líderes como Salaverry, Gamarra, Vivanco. Por combatirle en la batalla de La Palma, que supuso el fin del gobierno de Echenique, Castilla dio de baja a Balta del servicio activo militar en 1855 y este, a partir de entonces, dedicó su tiempo a administrar una importante propiedad agrícola. Recién en 1861 Balta fue rehabilitado como coronel del ejército y cuando decidió secundar la revolución antigubernamental que estalló en Arequipa se desempeñaba como subprefecto de Chiclayo65. 

			A través de los liderazgos de Prado y Balta, las elites políticas del norte y el sur peruano que desde los años treinta estuvieron ideológicamente enfrentadas en lo económico (proteccionismo versus liberalismo)66, por primera vez iban a actuar coaligadas para derrocar al gobernante que desde Lima había “traicionado” la causa nacional con el tratado Vivanco-Pareja. Sin contar con la aprobación previa de los generales Castilla ni Echenique, Prado y Balta, enardecidos con el entreguismo del gobierno, se alzaron en armas. A este binomio revolucionario se sumó el vice-presidente Diez Canseco, quien el 12 de marzo, a través de una proclama, desmintió un comunicado oficial de que su apoyo era incondicional a Pezet y, más bien, declaró que “la actual revolución es la segunda lucha por la independencia del Perú”67. A continuación, Pedro Diez Canseco, para evitar un abrupto destierro similar a Castilla, se refugió en la legación de Estados Unidos. Esta forma de proceder del segundo miembro más importante del gobierno quebró la unidad con que habían actuado los liberales moderados dentro del ejecutivo, muchos de los cuales eran castillistas. Lo anterior contrasta con la postura adoptada por Francisco Diez Canseco, hermano del vice-presidente, quien confirmó su lealtad a Pezet en su condición de prefecto de Lima y estuvo con él hasta su derrocamiento.

			El manifiesto revolucionario de Prado, suscrito el 1 de marzo en Arequipa, proclamó el cese de Pezet como mandatario de la república por violar la constitución con la firma del tratado Vivanco-Pareja. Asimismo, declaró a este y a todos sus ministros como reos de alta traición a la patria. Seguidamente, Prado, “conforme a la voluntad nacional, fundada en la constitución política” se proclamó presidente provisorio. La cronología del movimiento revolucionario mostró las dificultades que tuvieron sus líderes (Prado, Balta y Diez Canseco) para uniformar su actuación, prueba clara de la tendencia al faccionalismo en los partidos militaristas, y vislumbró el nuevo enfrentamiento que los tres iban a protagonizar en la guerra civil de 1867. En marzo de 1865 la revolución se extendió a los principales departamentos del sur (Arequipa, Puno, Ayacucho y Cuzco); en abril se propagó a todos los departamentos del norte (Cajamarca, Piura, Lambayeque)68. Por decreto de estas, las prefecturas norteñas revolucionadas, se concedió a Balta el título de comandante general, se constituyó una junta de gobierno provisional y se reconoció como nuevo gobernante al general Diez Canseco. Sin embargo, el 25 de abril, en Puno, el coronel Prado se reafirmó como jefe supremo de la república sin exigir al norte su reconocimiento. Esta bicefalia en el liderazgo revolucionario concluyó a fines de junio, cuando Diez Canseco, ya movilizado en el sur, escribió a Prado y apeló a su patriotismo para que “V.E. y su ejército [se pusieran] a mis órdenes, la Patria sabrá apreciar tan noble desprendimiento si no, yo habré cumplido con mi deber y V. E. responderá al país de su conducta”69. Prado acató la orden y entregó el mando de su ejército a Diez Canseco con lo que transitoriamente unificó a conservadores y liberales moderados bajo un único ejército restaurador. El vice-presidente también obtuvo el respaldo de la marina al rebelarse contra Pezet, su alto mando, bajo el liderazgo del vice-almirante Lizardo Montero.

			A diferencia de los revolucionarios, los sostenedores del gobierno constitucional transitaron hacia un irreversible debilitamiento de su fortaleza militar y la pérdida del respaldo de la opinión pública. El ejército controlado por Pezet sólo se hizo fuerte en Lima gracias a la llegada de las divisiones procedentes de Junín, Tacna, Trujillo y Chancay, lugares que también fueron ocupados por el enemigo. Pero el apoyo brindado al gobierno por el general Vivanco y su partido se interrumpió con el avance de la revolución y este renunció como jefe de gabinete y ministro de guerra a mediados de julio70. También perdió Pezet a su ministro plenipotenciario en Chile, además de enemigo declarado de Castilla, el general Fermín del Castillo, quien renunció y se sumó a los revolucionarios del sur71. Mientras tanto, la impopularidad de Pezet se siguió incrementando entre la población al aceptar la negociación con el nuevo mediador español Jacinto Alvistur en su condición de comisario regio. Ese clima de insatisfacción se incrementó aún más con la divulgación por la prensa del decreto de Diez Canseco firmado en el cuartel general de Tarma que desconocía todos los actos de Pezet, incluida la aprobación del tratado Vivanco-Pareja72. Este aislamiento del gobierno no fue más que el preludio de su derrota. El ejército constitucional comandado por Pezet inició la ofensiva contra los revolucionarios a fines de octubre al dirigirse al sur, mientras que en Lima el mando político provisional fue transferido al prefecto Francisco Diez Canseco. Pero el ejército restaurador sorprendió a su adversario al no presentar batalla, burlar el ataque y ocupar la capital el 6 de noviembre con la única resistencia de la prefectura que, finalmente, se rindió. Pezet y sus principales colaboradores, entre ellos el general Vivanco, se asilaron en una corbeta británica y el 8 de noviembre partieron al exilio. El destino final de Pezet fue París, mientras que el de Vivanco fue Chile.

			El segundo gobierno interino presidido por el general Diez Canseco duró apenas veintidós días, pero fue suficiente para mostrar la debilidad de la coalición forjada entre las facciones militares revolucionarias del norte y del sur. El 16 de noviembre Diez Canseco formó un gobierno exclusivamente apoyado por los conservadores y presidido por Francisco Javier Mariátegui. Mientras que Balta fue designado ministro de guerra, Prado prefirió no asumir ningún ministerio, pero sí la jefatura del ejército. Hasta aquí se mantuvo el consenso y reparto del poder entre los tres. El conflicto con España influyó en la postura irreconciliable en que terminaron enfrascados Diez Canseco y Balta, partidarios de enmarcar el diferendo dentro del marco constitucional, y Prado, afín a que un gobierno dictatorial declarara la guerra para salvar “la honra nacional”. Apelando a la tradicional doctrina del “pueblo soberano”, Prado consideró que las actas de las asambleas que apoyaron la revolución eran su respaldo legal frente a la constitución de 1860 a la que consideraba caducada. Diez Canseco al aferrarse a los preceptos constitucionales aceleró su caída. Los altos mandos del ejército, leales a Prado, desconocieron la convocatoria de elecciones presidenciales y congresales decretada por Diez Canseco. Según la versión del gobierno provisional, Prado se opuso y “no quería elecciones pues temía, aunque no lo dijera, que el mariscal Castilla pretendiera hacerse elegir una vez más, aprovechando su innegable popularidad, que había crecido últimamente con su deportación y el apoyo que, se juzgaba natural, recibiría de su cuñado [Diez Canseco]”73. Con esta actitud de negar su apoyo a un hipotético tercer mandato de Castilla, Prado fracturó definitivamente al partido creado por este y asumió el liderazgo del liberalismo moderado. A continuación, este militar auspició una alianza entre su facción y los liberales exaltados, tal como Castilla lo hiciera para hacer triunfar su revolución en 1854. La alianza entre Prado y los “rojos” liderados por los hermanos Gálvez dio un ultimátum a Diez Canseco para que asumiera la dictadura, pero este se negó a dar ese paso. En consecuencia, el 28 de noviembre, Prado, con el apoyo del ejército, declaró que el régimen constitucional era incompatible con los fines de la revolución, desconoció a Diez-Canseco y se proclamó jefe supremo provisorio de la nación. En su manifiesto del mismo día el nuevo gobernante resumió su programa dictatorial en la “realización de los dos fines que se propuso la revolución: salvar a todo trance la honra nacional, y extirpar los abusos que han hecho del Perú el patrimonio de logreros y holgazanes”74.

			Dictadura, guerra y revolución

			La dictadura cumplió con su objetivo de transformar el discurso de “salvar la honra nacional” en una práctica diplomática belicista que le granjeó el apoyo de la opinión pública nacional e internacional. El general Prado transformó a sus ministros en secretarios de Estado, encomendando a José Gálvez la presidencia del gabinete y el despacho de Guerra y Marina y a Toribio Pacheco el despacho de Relaciones Exteriores75. El “gabinete histórico” confiado a liberales moderados y exaltados convino en que su actuación debía conducirse hacia el inevitable enfrentamiento bélico con la escuadra naval del almirante Casto Méndez Núñez, quien asumió el mando tras el suicidio de Pareja a fines de noviembre tras conocer la captura de la fragata Covadonga por parte de la corbeta chilena Esmeralda. El gobierno peruano tras invalidar el tratado Vivanco-Pareja con la que el expresidente Pezet “se arrogaba la monstruosa facultad de interpretar la carta constitucional”76, puso fin a las negociaciones con el comisario español Jacinto Alvistur. Favorecido por el clima bélico estallado entre Chile y España, el 5 de diciembre de 1865 el gobierno peruano acordó con su vecino del sur la firma de una alianza defensiva y ofensiva suscrita por sus respectivos plenipotenciarios Pacheco y Santamaría. El 14 de enero de 1866, Perú y Chile procedieron a declarar la guerra a España. Unos días después los gobiernos de Bolivia y Ecuador se sumaron a la firma del tratado e igualmente declararon la guerra a su antigua metrópoli. En cuanto a la actuación española, el 24 de noviembre Méndez Núñez recibió la orden del ministro de marina de “no abandonar el Pacífico hasta alcanzar la paz, bien por medio de las armas o por avenencia del gobierno de Chile a otorgar las demandadas satisfacciones”77. Al conocer de la declaratoria de guerra por parte de la cuádruple alianza de las repúblicas andinas, la escuadra española tuvo una escaramuza bélica con sus enemigos en el estrecho de Abtao (7 de febrero de 1866) y tras ello concentró el bloqueo en Valparaíso. El puerto fue bombardeado e incendiado el 31 de marzo de 1866 e, inmediatamente, Méndez Núñez dirigió sus naves de guerra hacia la capital peruana con el propósito de culminar su “guerra romántica” en el Pacífico.

			El combate de El Callao del 2 de mayo de 1866 ha sido considerado por la historiografía peruana como un hito de la unidad y civismo de su población. A pesar de carecer de navíos78 para enfrentar a una escuadra compuesta por una fragata blindada y siete barcos de menor calado organizadas en tres divisiones, el gobierno de Prado preparó una línea defensiva de baterías, torres y fuertes  alrededor del puerto, provistos de cañones, entre los que destacaban los Armstrong y los Blakely. Relata Arnaldo Márquez que, si bien se sabía que estos medios eran insuficientes para repeler el ataque, miles de ciudadanos sin importar su extracción social o racial se unieron y acudieron al puerto para ayudar a los ingenieros, militares y políticos en los trabajos de acondicionamiento de las baterías y las cañoneras. A continuación, añadió este escritor que “para honra de la nación, y como elocuente prueba de que solo habían sostenido con las armas al gobierno de 1864, en fuerza de una errada apreciación de sus deberes y no de un sentimiento indigno del patriota y del ciudadano, acudieron en masa militares rendidos el 6 de noviembre, a ofrecer su sangre a la patria en la hora suprema”79. Esta aseveración es la única prueba que existe de que los partidarios del régimen de Pezet apoyaron a la dictadura pradista durante el breve conflicto bélico con España. Aunque no combatieron, también estuvieron presentes en el escenario bélico Echenique, Balta y Diez Canseco. Por disposición del ministro Gálvez del 1 de mayo, Echenique integró el consejo de guerra que estuvo presidido por el general Antonio Gutiérrez de la Fuente80. Diez Canseco y Balta más bien tuvieron un papel secundario en la contienda. En 1867, un apologista de este último calificó de temeraria la estrategia de combate dispuesta por la dictadura. Proclamando que las “glorias de mayo” pertenecían exclusivamente al pueblo y no a Prado, este concluyó que “si esta función de armas se hubiera librado bajo el régimen constitucional, con Balta como ministro de guerra, y Castilla como general en jefe, otro y muy distinto y más espléndido habría sido el resultado”81. 

			  

			El resultado del combate, además de los centenares de fallecidos en ambos bandos, supuso para España perder dos naves de guerra y para el Perú la desactivación de buena parte de sus baterías y cañones82. En la batería de la Merced la muerte sorprendió al secretario Gálvez con lo que los liberales exaltados perdieron a su máximo líder. El inmediato retorno de la escuadra del almirante Méndez Núñez a España puso fin al conflicto del Pacífico iniciado en 1864. Este y el resto de los oficiales fueron condecorados por la reina Isabel II, apenas unos meses antes de producirse su caída y abdicación. Por su parte, en el Perú la dictadura pradista mantuvo por unos meses la prédica anti-española ante la posibilidad de que una nueva expedición naval fuese enviada por la reina para proseguir la guerra. Como medida de prevención, se mantuvo durante el tiempo en que Prado fue gobernante la prohibición “a los súbditos españoles, [de] ingresar al territorio de la República. Los que contraríen esta disposición, serán condenados como espías”83.   

			Para Prado había llegado la hora de sacar rédito inmediato a su apuesta guerrista que se calificó en la prensa y en la opinión pública como una jornada victoriosa. Tal como ha afirmado Ascensión Martínez Riaza, dicha fecha no tardó en transformarse en un referente nacionalista al ordenarse, como importantes recordatorios, la construcción de un monumento público y de un hospital que con su nombre perennizaran las efemérides, además de rebautizarse la “Sociedad Fundadores de la Independencia” también como “Vencedores del 2 de mayo de 1866”. A todo ello se debe agregar que “el panteón de los héroes se enriqueció con peruanos anónimos personificados en la figura incuestionada de José Gálvez”84. El discurso pradista convirtió al fallecido líder liberal en ícono de su ideario revolucionario al decretar que su busto se colocase en la cúspide del futuro monumento. Según el decreto, la memoria del acontecimiento realzada con la inmolación de Gálvez “merece ser perpetuada en un monumento que las generaciones venideras contemplen las virtudes cívicas de la presente y aprendan a preferir la muerte a la deshonra”85. El discurso de la honra nacional del pradismo logró su objetivo de perennizar, ya simbólicamente, una guerra cuyo contenido romántico también se asumió en España bajo el lema “más vale tener honra sin barcos que barcos sin honra”. Natalia Majluf considera que, cuando el monumento hecho en París fue inaugurado en su actual emplazamiento en julio de 1874, el presidente Manuel Pardo explicó con coherencia su simbolismo político al expresar en su discurso: “he querido que fuera colocado aquí, cerca del sitio, en que San Martín plantó el árbol de la libertad”86. La fecha de 1821 quedó hermanada a la de 1866. Si el nuevo imaginario patriótico promovido por la dictadura tuvo un innegable éxito popular, ¿por qué el pradismo sucumbió apenas un año después? La respuesta hay que encontrarla en las medidas políticas destinadas a extirpar a los que el dictador identificó en su programa revolucionario como el castigo a los “logreros y holgazanes que convirtieron al Perú en su patrimonio”.

			Prado instauró la dictadura en medio de una grave crisis económica derivada del despilfarro y la corrupción generados por las rentas del guano y la deuda abultada con los consignatarios europeos del producto relacionados con el adelanto de préstamos al Estado87. El gobierno dictatorial apenas se estableció quiso resolver este problema promoviendo una drástica reducción de los gastos públicos. Esta decisión afectó de manera inmediata a los beneficiarios del gobierno de Pezet pero, en el mediano plazo, iba a ser el motivo de la inestabilidad política de la propia dictadura. Esta ofensiva comenzó en diciembre de 1865 cuando Prado por decreto dejó sin efecto “todos los títulos y ascensos militares conferidos por el gobierno del ex-general Don Juan Antonio Pezet, desde el 7 de marzo [de 1865]”88. Esta medida se complementó con la eliminación del escalafón general del ejército de los altos mandos que sirvieron al ejército constitucional y, asimismo, del paso a la situación de “indefinidos” (o retiro temporal) de los demás jefes militares que no intervinieron en la guerra civil. A todo ello se sumó la anulación de los ascensos, empleos, cargos o beneficios conferidos por el derrocado mandatario a los diputados y senadores de su última legislatura. Seguidamente, se dispuso que todos los individuos que durante la administración fenecida disfrutaron de dos o más sueldos por diferentes empleos, sólo se les consideraba legítimo el sueldo mayor por lo que debían devolver lo que hubieran recibido de exceso. Las represalias también afectaron a las cédulas de montepío concedidas por Pezet desde la fecha en que los revolucionarios desconocieron sus actos del gobierno al decretarse que las mismas “se revalidarán reduciéndose la pensión de viudedad”89. La persecución a los pezetistas se extendió a las administraciones y tesorerías departamentales a cuyos responsables se conminó a denunciar cualquier anticipo, comisión, remuneración o gratificación que se hubiese entregado a los jefes y oficiales del ejército y armada, para proceder a su reclamación. 

			Ninguna de las anteriores medidas superó como acto de represalia al establecimiento de una corte central. Esta inédita instancia jurídica, sólo comparable con el Tribunal de la Acordada establecido en 1835, fue constituida el 6 de diciembre de 1865 bajo el considerando de que uno de los objetivos de la revolución fue el juicio y castigo de las autoridades que celebraron tratados que dañaron la honra nacional y las garantías nacionales y, también, de quienes participaron en actos de peculado o malversación de caudales públicos. En la medida que la corte debía satisfacer “la vindicta pública”, o venganza ejemplarizante en el argot jurídico, el decreto de su creación procedió a reglamentar la actuación de sus siete vocales y dos fiscales. A ellos se les impuso admitir las acusaciones que se vertieran contra funcionarios públicos que hubiesen usurpado atribuciones en contra de una constitución que, por otro lado, no se reconocía. También debía tramitarse las denuncias contra los contratos celebrados por funcionarios que “aparezcan haber defraudado las rentas de la nación”, es decir, sobre los que simplemente prevaleciera la sospecha, antes que las pruebas, de cohecho. En el transcurso del proceso también debía admitirse el enjuiciamiento de los cómplices de los acusados. El 13 de diciembre, día del establecimiento formal de la corte central, el secretario de gobierno, policía y obras públicas, José María Quimper, comunicó a todos los prefectos que “procedan a aprehender y remitir a esta capital a todas las personas comprendidas en los diferentes incisos de los artículos 2º, 3º y 4º de dicho decreto”90. Estos juicios se celebraron en el salón del senado antes y después de concluida la guerra con España. 

			Desde su destierro, Pezet calificó a la corte central de “tribunal revolucionario” y denunció que los jueces que la integraban eran íntimos partidarios del régimen pradista cuya función no era juzgar, sino más bien condenar, ya que “si el fallo de la corte central no estaba de acuerdo con las acusaciones, los revolucionarios aparecían como unos calumniadores y la revolución como un calumnioso pretexto”91. Ante esta tesitura de estar condenados antes de celebrarse el juicio, varios de los acusados se exiliaron en países limítrofes. Entre los que no pudieron huir y enfrentaron el proceso, muchos fueron condenados aunque en casos “seguidos por robos y dilapidaciones, se ha visto la corte central tan embarazada, que ha tenido que ceder a la fuerza de la verdad y que sobreseer en el juzgamiento”92. Pezet recibió noticias de que algunos de sus ministros fueron condenados por haber extraído sumas del tesoro, y denunció que al estar estos ausentes “y sin que les fuera posible explicar o probar la inversión de esa suma […] se oponían a que se les considerase como reos convictos y exigían que, a lo menos, se suspendiese el pronunciamiento de una sentencia”93. En el caso del juicio a los firmantes del tratado Vivanco-Pareja, Pezet alertó que el fiscal del proceso ordinario utilizó “un código que sólo ha existido para ese determinado caso”, pero como la condena ya había sido sancionada por las actas populares de la revolución, era de esperar una actuación acorde con el dictamen de las mismas por parte de la corte central. Así, irónicamente, concluye el expresidente que: “felices debemos considerarnos porque no se nos haya condenado a muerte, vista la indignación con que los jueces en el considerando 4º de la sentencia, declaran que para la enormidad de nuestros crímenes, no existía en los códigos peruanos pena suficiente”94.

			La polémica actuación de la corte central restó el apoyo de la opinión pública a la dictadura, pero a este factor político también se iba a unir un poderoso motivo económico como fue el establecimiento indefinido de la llamada “contribución personal”. Este impuesto fue creado el 20 de enero de 1866 y afectó a los peruanos varones, con edades comprendidas entre los 21 y 60 años, a quienes se impuso contribuir de forma voluntaria a los gastos nacionales “con el valor de doce días de su trabajo personal”95. Los habitantes fueron divididos en seis clases de acuerdo con la importancia demográfica de las ochenta provincias del país, así la primera clase comprendió a las poblaciones de Lima, Callao y Chorrillos, “cuyo trabajo personal de un día se valoriza en ochenta centavos de sol”, descendiendo la escala a la sexta clase en donde los habitantes de las provincias comprendidas en ella debían abonar veinte centavos. Las penas para los contribuyentes evasores eran desde un cobro adicional del 50% de su tasa anual hasta el remate de alguna propiedad. De su pago sólo fueron exceptuados “los inválidos- indigentes, los soldados y clases del ejercito y marina”. La contribución debía pagarse por semestres (junio y diciembre), es decir, era un sistema de cobro muy semejante a la que subsistió con el tributo indígena hasta su abolición en 1854. Carlos Contreras señala que el secretario de Hacienda Manuel Pardo hizo un cálculo de un rendimiento de esta contribución de hasta 1,8 millones de soles al año, sin embargo, “todo el rubro de contribuciones directas (además de la del jornal, las de predios, patentes e industrias) produjo en 1866 la cifra de 631.277 soles”96. Fue inocultable la impopularidad de una recaudación que se sustentaba en cobrar a los más desfavorecidos97. Los abusos cometidos por los recaudadores estuvieron detrás del levantamiento indígena de Huancané (Puno) en noviembre de 1866. Cuando Prado promovió el congreso constituyente que se estableció el 18 de febrero de 1867, con el propósito de legalizar constitucionalmente su gobierno, una de las primeras medidas del legislativo fue abolir la “contribución personal” (15 de marzo de 1867).

			La dictadura enfrentó a dos políticos a quienes calificó de conspiradores: Balta y Castilla. En realidad, esta circunstancia debe entenderse como el intento de estos últimos de evitar que la elección de 1867 consolidara de modo excluyente el poder del club pradista en donde sólo confluían liberales moderados y exaltados. Este escenario suponía en la práctica la desaparición de los clubes electorales que competían por el poder desde 1850. Con el fin de evitar el desplazamiento del conservadurismo, Balta fue el único contrincante electoral que decidió enfrentarse en las urnas a Prado pero, en vísperas de iniciarse la votación, publicó una proclama en la que enfatizó que “después del 28 de noviembre [de 1865], entre el Gobierno y yo no hay vínculo posible”98. Esta afirmación fue calificada como una amenaza y fue el pretexto aducido por el gobierno para su detención y deportación junto a decenas de militares y civiles. En su exilio de Santiago, Balta auspició a través de un colaborador anónimo la publicación de un Manifiesto en donde justificó su conducta como reacción a la actuación arbitraria del régimen que ha conducido al “naufragio de las libertades”. En el Manifiesto se criticó, primero, la reforma judicial que sometió los procesos políticos en la Corte Central a la parcialidad de un fiscal que actuaba de acuerdo con el gusto del gobierno; segundo, la pérdida de la autonomía de las municipalidades al subordinarlas a los prefectos y subprefectos; tercero, el sometimiento del congreso constituyente a las candidaturas ministeriales; y cuarto, la imposición de impuestos sólo a la producción nacional y la creación de la anacrónica contribución personal “faltando a los más triviales principios económicos”99. 

			Alejado momentáneamente Balta de la confrontación política, el retorno de su exilio del general Castilla el 17 de mayo de 1866 constituyó el mayor peligro para la perpetuación del régimen. Según Vargas Ugarte “Castilla es partidario de que Prado entregue el mando a su cuñado D. Pedro Diez Canseco y éste es el partido que abraza”100. Esta afirmación confirmaría que Castilla era de la opinión de restablecer la constitución de 1860 y de que se devolviera el mando supremo al segundo vicepresidente electo en 1862. Al proseguir Prado en su idea de legalizarse en el poder con una nueva constitución y una elección controlada, Castilla rompió políticamente con él. No sólo declinó la oferta del dictador de asumir la representación diplomática en Francia, sino que optó por retirarse a su pueblo natal (Tarapacá). Castilla se convirtió en un enemigo potencial y peligroso debido a su arraigo sobre militares descontentos con la dictadura. Por eso en el transcurso de la campaña electoral, el expresidente fue apresado bajo el cargo de conspiración y se le expulsó a Chile. En este país Castilla asumió el liderazgo de su tercera revolución, cuyo objetivo esta vez consistió en insurreccionar a los pueblos del sur del Perú contra Prado y restaurar la constitución. Pero el 30 de mayo de 1867 la muerte sorprendió a Castilla en plena campaña militar. Prado quiso aprovechar el funeral oficial dedicado a Castilla para alcanzar una amnistía y reconciliación política con sus partidarios, pero su propuesta fue paralizada por el Congreso. 

			Si Prado creyó que con el exilio de Balta y la desaparición de Castilla cesarían las protestas en su contra, su cálculo no podía estar más errado. Los miembros del ejército perjudicados con el desconocimiento de sus promociones y ascensos bajo el gobierno derrocado se convirtieron en carnaza de los complots. Al comenzar 1867, muchos de ellos se transformaron en agentes de la revolución antiliberal y, por ese motivo, fueron expulsados “esta vez al norte, los coroneles Domingo Gamio y Francisco Goyzueta, quienes fueron previamente borrados del escalafón militar; al mismo tiempo eran expatriados los coroneles Ramón Vargas Machuca y Andrés Segura y la futura gloria literaria nacional D. Ricardo Palma”101. No menos tensa era la relación del gobierno con la marina, en octubre de 1866 la renuncia colectiva de una parte del alto mando naval en protesta por el nombramiento del comodoro estadounidense Tucker como jefe de la escuadra peruana en Chile motivó su enjuiciamiento por insubordinación. Lizardo Montero, Miguel Grau, entre otros, fueron procesados por un tribunal de generales en enero de 1867, y a pesar de ser absueltos, “la mayor parte de estos oficiales fueron a servir en las compañías de navegación privadas y muchos de ellos se convirtieron en activos agentes revolucionarios”102. Para colmo, el congreso constituyente controlado por los liberales, si bien confirmó a Prado como presidente provisorio, no dudó en actuar al margen de la imposición gubernamental y el 11 de abril de 1867 censuró al gabinete ministerial presidido por el conservador obispo de Tiberiópolis103, derrota de Prado que agudizó la sensación de soledad y  precariedad del régimen. 

			Prado, Diez Canseco y Balta de nuevo iban a ser el trío protagonista de la última escenificación de la violencia en la política peruana en la década de los sesenta, aunque esta vez enfrentando el primero a los dos últimos. Precedida por el estallido desde febrero de 1867 de movimientos revolucionarios abortados en varios departamentos que demandaban la vigencia de la constitución de 1860, la revolución conservadora liderada por el general Pedro Diez Canseco estalló en Arequipa el 22 de septiembre de 1867. Estos movimientos respaldaban a Castilla y Balta tras su retorno clandestino al país y exigían la abolición de la contribución personal. El motivo pretextado fue rechazar la constitución liberal promulgada a fines de agosto, que convirtió a Prado en presidente constitucional, la misma que se calificó de “impía” a pesar de ser esta incluso más moderada que la carta política liberal de 1856 y no atacarse ningún privilegio de la Iglesia. Prado solicitó al congreso facultades extraordinarias para aplastar la revolución, pero este no se las concedió. A pesar de este revés, Prado con parte del ejército se embarcó a mediados de octubre con dirección al litoral sur para contener a los revolucionarios que habían extendido su dominio también sobre el departamento de Puno. El sitio de la capital arequipeña, tal como ocurriera en 1858, supuso el bombardeo de sus defensas, pero esta vez Prado iba a fracasar en su propósito de rendir a la población. Tras el frustrante segundo asalto de la ciudad el 27 de diciembre de 1867, Prado ordenó el repliegue de sus fuerzas a la capital al advertir que otra revolución conservadora se extendía en los departamentos del norte bajo el liderazgo del coronel Balta. En Chiclayo las fuerzas baltistas repelieron el ataque de las tropas gubernamentales el 5 de enero de 1868 y estas optaron por retornar a Lima. La caída del gobierno se hizo inevitable cuando Prado fue informado de que en Lima el general Francisco Diez Canseco había asumido el mando como jefe político y militar del centro, plegándose a la revolución liderada por su hermano. Prado renunció el 10 de enero y se embarcó a Chile.


			El triunfo conservador trajo como consecuencia la abolición de la constitución de 1867 y el restablecimiento de la carta política de 1860. Diez Canseco asumió por tercera vez la presidencia provisoria pero, pese a ser propuesta su candidatura, optó por no participar en la contienda electoral de febrero de 1868 en la que resultó triunfador Balta. El resultado electoral confirmó el definitivo desplazamiento de los clubes electorales surgidos en los años cincuenta. El congreso validó el triunfo del club de Balta, que absorbió parte de la desaparecida sociedad electoral echeniquista con 3.168 votos, mientras que la candidatura opositora y civil de Manuel Toribio Ureta, que representó a un nuevo liberalismo moderado, obtuvo apenas 153. La sorpresa la dio “el colegio electoral de Arequipa [que] sufragó casi unánimemente por Pedro Diez Canseco”104. La desaparición del echeniquismo, el castillismo, el vivanquismo y los rojos fue la consecuencia inevitable de una década caracterizada por revoluciones y guerras que condujeron a la desaparición física y/o política de sus respectivos líderes militares, pero también se explica por el final de un ciclo político marcado por el dominio de los militares sobre el proceso de institucionalidad estatal.

			Conclusiones

			Los procesos de institucionalización del estado nacional en América Latina durante el siglo XIX estuvieron de modo ocasional condicionados por los acontecimientos internacionales. Tal fue el caso del conflicto diplomático y bélico que mantuvieron España y Perú entre 1864 y 1866. La evolución de la política durante el mandato presidencial del general Pezet, a quien tocó enfrentar el problema desde un punto de vista negociador y de reconciliación, experimentó un irreversible deterioro por la crítica que favorable a la opción belicista unió al resto de clubes políticos con representación en el congreso. Esta postura activó la solución revolucionaria o guerracivilista que también estaba contemplada como opción por los clubes políticos que compitieron por el poder desde 1850. Pero el liderazgo revolucionario no fue rentabilizado por los indiscutibles líderes de estos clubes o sociedades, en este caso los generales Castilla o Echenique, sino por el coronel Mariano Ignacio Prado que congregó en su acción a liberales moderados y exaltados. Bajo el discurso romántico de limpiar la “honra nacional”, Prado condujo al país a la jornada del 2 de mayo de 1866 cuando el puerto de El Callao fue bombardeado por la escuadra española y esta, a su vez, fue atacada por las baterías defensivas que la dictadura pradista montó en sus costas con el apoyo cívico de la población, y hasta de sus opositores políticos. Prado procuró rentabilizar políticamente la jornada del 2 de mayo para afianzar su poder, en el imaginario nacional la convirtió en la segunda fecha más importante de la independencia de España. Pero el amplio abanico de detractores y enemigos políticos (pezetistas, castillistas, echeniquistas, diezcansequistas, baltistas) que sus medidas políticas represivas y excluyentes fomentaron, provocaron su aislamiento progresivo. Los líderes de los clubes políticos excluidos de las elecciones al congreso constituyente de 1867 (el general Diez Canseco y el coronel Balta) activaron de nuevo la opción bélica como la opción preferente para acabar con la intención de Prado de modelar un nuevo sistema de competencia electoral dominado exclusivamente por sus partidarios. La guerra civil o revolución conservadora de 1867-68 provocó el derrocamiento de Prado y, con ello, el restablecimiento del sistema de competencia electoral, y opcionalmente proclive a la revolución, institucionalizado en 1850 y que iba a subsistir hasta 1871.
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